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Tratados de derechos humanos de 
la ONU ratificados por Honduras

-Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de 

Discriminación Racial (2002)

-Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1997)

Protocolo Facultativo al Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos (2005)

Segundo Protocolo Facultativo al Pacto Internacional de Derechos Civiles 

y Políticos, destinado a abolir la pena de muerte (2008)

-Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

(1981)

Protocolo Facultativo al Pacto Internacional de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales (2018)

-Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación 

contra la mujer (1983)

-Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos 

o degradantes (1996)

Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y otros tratos o 

penas crueles, inhumanos o degradantes (2006)



Tratados de derechos humanos de 
la ONU ratificados por Honduras 
(cont.)

-Convención sobre los Derechos del Niño (1990)

Protocolo facultativo de la Convención sobre los Derechos del 
Niño relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la 
utilización de niños en la pornografía (2002) 
Protocolo facultativo de la Convención sobre los Derechos del 
Niño relativo a la participación de niños en los conflictos 
armados (2002) 
-Convención Internacional sobre la protección de los derechos de 
todos los trabajadores migratorios y de sus familiares (2005)
-Convención sobre los derechos de las Personas con 
Discapacidad (2008)
Protocolo facultativo de la Convención sobre los derechos de las 
personas con discapacidad (2010)
-Convenio Internacional para la Protección de todas las Personas 
contra las Desapariciones Forzadas (2008)



Tratados de derechos humanos de 
la ONU no ratificados por Honduras

-Protocolo Facultativo a la Convención sobre la eliminación de todas 

las formas de discriminación contra la mujer 

-Protocolo Facultativo a la Convención sobre los Derechos del Niño 

relativo al procedimiento de comunicaciones 



Tratados interamericanos
ratificados por Honduras

-Convención Americana de Derechos Humanos (1977)

Reconocimiento de la jurisdicción contenciosa de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos (1981)

Protocolo Adicional a la Convención Americana en Materia de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San 

Salvador” (2011)

-Protocolo a la Convención Americana sobre Derechos Humanos 

relativo a la Abolición de la Pena de Muerte (2011)

-Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 

Violencia contra la Mujer “Convención de Belém do Pará” (1995)

Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas 

de Discriminación contra las Personas con Discapacidad (2011)

-Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas 

(2005)



Tratados interamericanos no
ratificados por Honduras

-Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura 
(1994)
-Convención Interamericana contra el Racismo, la 

Discriminación Racial y Formas Conexas de Intolerancia
Convención Interamericana contra toda Forma de Discriminación 
e Intolerancia
-Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos 
Humanos de las Personas Mayores 



Artículo 8 CADH Garantías Judiciales

1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un 
plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, 
establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación 
penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones 
de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.

2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia 
mientras no se establezca legalmente su culpabilidad.  Durante el proceso, toda 
persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas:

a) derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o intérprete, 
si no comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal;

b) comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada;

c) concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación 
de su defensa;

d) derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un 
defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor;



Artículo 8 CADH Garantías Judiciales

e) derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, 
remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí 
mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley;

f) derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener 
la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz 
sobre los hechos;

g) derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable, y

h) derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior. 

3. La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de ninguna 
naturaleza.

4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a nuevo juicio 
por los mismos hechos.

5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para preservar los 
intereses de la justicia. 



Artículo 25 CADH  Protección Judicial

1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro 
recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra 
actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley 
o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que 
actúen en ejercicio de sus funciones oficiales.

2. Los Estados Partes se comprometen:

a) a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado 
decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso;

b) a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y

c) a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión 
en que se haya estimado procedente el recurso. 



Relación entre los artículos 8 y 25 CADH
Derecho a ser oído/derecho a un recurso

Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez v. Honduras. Excepciones Preliminares. Sentencia de 
26 de junio de 1987. Serie C No. 1. 

91…los Estados Partes se obligan a suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas 
de violación de los derechos humanos (art. 25), recursos que deben ser sustanciados de 
conformidad con las reglas del debido proceso legal (art. 8.1), todo ello dentro de la 
obligación general a cargo de los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de 
los derechos reconocidos por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su 
jurisdicción (art. 1). 

Corte IDH. Caso Guzmán Albarracín y otras Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 24 de junio de 2020. Serie C No. 405. 

176. La Corte ha establecido que, de conformidad con la Convención Americana, los Estados 
Partes están obligados a suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de 
violaciones a los derechos humanos (artículo 25), recursos que deben ser sustanciados de 
conformidad con las reglas del debido proceso legal (artículo 8.1), todo ello dentro de la 
obligación general, a cargo de los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de 
los derechos reconocidos por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su 
jurisdicción (artículo 1.1) . También ha señalado que el derecho de acceso a la justicia debe 
asegurar, en tiempo razonable, el derecho de las presuntas víctimas o sus familiares a que se 
haga todo lo necesario para conocer la verdad de lo sucedido e investigar, juzgar y, en su 
caso, sancionar a los eventuales responsables .



Relación entre los artículos 8 y 25 CADH

■ La efectividad del recurso en mucho casos analiza que se hayan cumplido con 
las reglas del debido proceso establecidas en el articulo 8 de la CADH

Corte IDH. Caso Comunidades Indígenas Miembros de la Asociación Lhaka Honhat
(Nuestra Tierra) Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de 
febrero de 2020. Serie C No. 400.

294.Respecto  de  las garantías  judiciales  comprendidas  en  el  artículo  8.1  de  la 
Convención, esta Corte ha entendido que el debido proceso legal “abarca las 
condiciones que deben cumplirse para asegurar la adecuada defensa de aquéllos 
cuyos derechos u obligaciones que están bajo consideración judicial”. Por otro lado, 
el artículo 25 de la Convención contempla “la obligación de los Estados Partes de 
garantizar, a todas las personas bajo su jurisdicción, un recurso judicial sencillo, 
rápido y efectivo ante juez o tribunal competente". Los artículos 8, 25 y 1  se  
encuentran interrelacionados  en la medida  que  “[l]os  [...]  recursos  judiciales  
efectivos  [...]  deben  ser  sustanciados  de conformidad con las reglas del debido 
proceso legal, [...] dentro de la obligación general a  cargo  de los [...] Estados, de 
garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la Convención 
a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción (art. 1)”. La efectividad de los 
recursos debe evaluarse en el caso particular teniendo en cuenta si “existieron vías 
internas que garantizaran un verdadero acceso a la justicia para reclamar la 
reparación de la violación”.



Relación entre los artículos 8 y 25 CADH

Corte IDH. Caso Salvador Chiriboga Vs. Ecuador. Excepción Preliminar y Fondo. 
Sentencia de 6 de mayo de 2008. Serie C No. 179. 

VOTO PARCIALMENTE DISIDENTE DEL JUEZ AD-HOC DIEGO RODRIGUEZ PINZON

8. En  razón  de  lo  anterior  considero  que  ha  existido  acceso  judicial  a  recursos  
sencillos  y  rápidos  que  tienen  la  virtualidad  jurídica  suficiente  para  ser  efectivos,  
de  conformidad con el Artículo 25.1 de la Convención.  

9. He llegado a la conclusión anterior por considerar que el Artículo 8.1 y el Artículo 
25.1 son disposiciones complementarias que protegen el crucial andamiaje judicial 
sobre el  cual  descansa  la  protección  de  los  derechos  humanos  reconocidos  en  
la  Convención,  las  constituciones  y  otras  normas  nacionales.    Los  alegatos  
probados  en  relación  a  los  problemas  judiciales  en  el  presente  caso  se  refieren  
específicamente  a  la  demora  injustificada  en  la  tramitación  de  los  recursos  
subjetivos  y  el  proceso  de  expropiación.    Esta situación, en mi opinión, solo 
afecta el  derecho  al  debido  proceso  contenido  en  el  Artículo  8.1  que  bien  tuvo  
la  Corte  considerar violado.  Pero esa demora no se traduce automáticamente  en  
una  violación  del  Artículo  25.1,  que  como  he  podido  describir  brevemente, se 
refiere a otros aspectos de la protección judicial de los derechos.

10.     Los  redactores  de  la  Convención  establecieron  las  garantías  de  acceso  a  la  
protección judicial y las garantías del debido proceso en dos disposiciones diferentes 
de la  Convención.    Una  lectura  armónica  de  esas  normas  nos  lleva  
necesariamente  a  distinguirlas,  ya  que  de  otra  manera  habrían  sido  incluidas  
en  una  sola  disposición.    



Relación entre los artículos 8 y 25 CADH

De  una  parte,  el  Artículo  25.1  consagra  el  acceso  a  recursos  sencillos  y  

rápidos  u  otros  recursos  ordinarios  efectivos,  que  podrían  describirse  como  

los  recursos  de  amparo  existentes  para  proteger  ciertos  derechos,  o  los  

recursos  judiciales  ordinarios,  con  la  posibilidad de apelaciones, medidas 

interinas de protección, entre muchas otras, también diseñadas  para  proteger  

ciertos  derechos. El  Artículo  8.1,  de  otra  parte,  dispone  las  garantías  del  

debido  proceso  que  deben  estar  presentes  una  vez  la  persona  ha  tenido  

acceso a los recursos judiciales en los términos del Artículo 25.1.  La noción de 

recursos “rápidos” del Artículo 25.1 se diferencia de la noción de “plazo 

razonable” del Artículo 8.1 en  que  la  primera  se  refiere  a  la  existencia  de  

normas  procesales  que  establecen  periodos de tiempo razonablemente 

expeditos de la manera descrita en los párrafos 3, 4 y  5  de  este  voto,  y  la  

segunda  se  refiere  a  la  manera  como  dichos  procesos  fueron  conducidos 

por los tribunales en el caso en consideración, frente a lo cual la Corte analiza la 

complejidad de la causa, la actividad del juez y la actividad de las partes. Y la 

noción de  “recurso  efectivo”  del  Artículo  25.1  se  refiere  a  la  virtualidad  

jurídica  necesaria  para  que   dichos   recursos   puedan   resultar   en   

decisiones   judiciales   vinculantes   que   eventualmente pueden proteger el 

derecho de propiedad.  Esto incluye el que no exista, por  ejemplo,  una  práctica  

judicial  perniciosa  en  el  Estado  concernido  que  desvirtúe  esa  virtualidad  

jurídica  de  protección  (ej.  el  temor  generalizado  de  la  profesión  legal  para  

representar el tipo de causas objeto del caso, entre muchas otras).



Relación entre los artículos 8 y 25 CADH

Obligación reforzada: violencia contra la mujer, niños y otros grupos vulnerables

Corte IDH. Caso Guzmán Albarracín y otras Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 24 de junio de 2020. Serie C No. 405. 

177. En casos de violencia contra la mujer, las obligaciones generales 
establecidas en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana se complementan 
y refuerzan, para aquellos Estados que son Parte, con las obligaciones derivadas 
del tratado interamericano específico, la Convención de Belém do Pará. En su 
artículo 7.b, dicha Convención obliga de manera específica a los Estados Partes a 
utilizar la debida diligencia para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la 
mujer . Ante un acto de violencia contra una mujer, resulta particularmente 
importante que las autoridades a cargo de la investigación la lleven adelante con 
determinación y eficacia, teniendo en cuenta el deber de la sociedad de rechazar la 
violencia contra las mujeres y las obligaciones del Estado de erradicarla y de brindar 
confianza a las víctimas en las instituciones estatales para su protección . 



Garantías del debido proceso artículo 8 
(1) de la CADH

1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo 
razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con 
anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, 
o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de 
cualquier otro carácter.

■ Noción de debido proceso

Corte    IDH.    Garantías    judiciales    en    estados    de    emergencia    (Arts.    27.2,    25    y    8    
Convención    Americana    sobre    Derechos    Humanos).    Opinión    Consultiva    OC-‐-9/87    de    
6    de    octubre    de    1987.    Serie    A    No.    9

Este    artículo,    cuya    interpretación    ha    sido    solicitada    expresamente,    es    denominado    
por    la    Convención    "    Garantías    Judiciales    ",    lo    cual    puede    inducir    a    confusión    
porque    en    ella    no    se    consagra    un    medio    de    esa    naturaleza    en    sentido    estricto.    
En    efecto,    el    artículo    8    no    contiene    un    recurso    judicial    propiamente    dicho,    sino    
el    conjunto    de    requisitos    que    deben    observarse    en    las    instancias    procesales    para    
que    pueda    hablarse    de    verdaderas    y    propias    garantías    judiciales    según    la    
Convención.    28.    Este    artículo    8    reconoce    el    llamado    "debido    proceso    legal",    que    
abarca    las    condiciones    que    deben    cumplirse    para    asegurar    la    adecuada    defensa    
de    aquéllos    cuyos    derechos    u    obligaciones    están    bajo    consideración    judicial.   Esta    
conclusión    se    confirma    con    el    sentido    que    el    artículo    46.2.a    )    da    a    esa    misma    
expresión,    al    establecer    que    el    deber    de    interponer    y    agotar    los    recursos    de    
jurisdicción    interna,    no    es    aplicable    cuando    no    exista    en    la    legislación    interna    del    
Estado    de    que    se    trata el    debido    proceso    legal    para    la    protección    del    derecho    o    
derechos    que    se    alega    han    sido    violados. 



Garantías del debido proceso artículo 8 
(1) de la CADH

Corte IDH. Caso Petro Urrego Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de julio de 2020. Serie C No. 406. 

118. …De acuerdo con las disposiciones del artículo 8 de la Convención, para que en 
un proceso existan verdaderas garantías judiciales es preciso que se observen todos 
los requisitos que “sirv[a]n para proteger, asegurar o hacer valer la titularidad o el 
ejercicio de un derecho” , es decir, las “condiciones que deben cumplirse para 
asegurar la adecuada defensa de aquellos cuyos derechos u obligaciones están 
bajo consideración judicial” .

119. En relación con lo anterior, si bien el artículo 8 de la Convención se titula 
“Garantías Judiciales”, su aplicación no se limita a los recursos judiciales en sentido 
estricto, “sino al conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias 
procesales”  a efecto de que las personas puedan defenderse adecuadamente ante 
cualquier acto emanado del Estado que pueda afectar sus derechos . 



Garantías del debido proceso artículo 8 
(1) de la CADH
■ Noción de acceso a la justicia

Corte IDH. Caso Ruano Torres y otros Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 5 de octubre de 2015. Serie C No. 303

151.La Corte ha señalado que el derecho al debido proceso se refiere al 
conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias procesales a 
efectos de que las personas estén en condiciones de defender 
adecuadamente sus derechos ante cualquier acto del Estado, adoptado por 
cualquier autoridad pública, sea administrativa, legislativa o judicial, que 
pueda afectarlos . El debido proceso se encuentra, a su vez, íntimamente 
ligado con la noción de justicia , que se refleja en: i) un acceso a la justicia 
no sólo formal, sino que reconozca y resuelva los factores de desigualdad 
real de los justiciables, ii) el desarrollo de un juicio justo, y iii) la 
resolución de las controversias de forma tal que la decisión adoptada se 
acerque al mayor nivel de corrección del derecho, es decir que se asegure, 
en la mayor medida posible, su solución justa.



SUSPENSION DE GARANTIAS, 
INTERPRETACION Y APLICACION

Artículo 27.  Suspensión de Garantías

1. En caso de guerra, de peligro público o de otra emergencia que 

amenace la independencia o seguridad del Estado parte, éste podrá 

adoptar disposiciones que, en la medida y por el tiempo estrictamente 

limitados a las exigencias de la situación, suspendan las obligaciones 

contraídas en virtud de esta Convención, siempre que tales 

disposiciones no sean incompatibles con las demás obligaciones que 

les impone el derecho internacional y no entrañen discriminación 

alguna fundada en motivos de raza, color, sexo, idioma, religión u 

origen social.



SUSPENSION DE GARANTIAS, 
INTERPRETACION Y APLICACION

2. La disposición precedente no autoriza la suspensión de los 

derechos determinados en los siguientes artículos: 3 (Derecho al 

Reconocimiento de la Personalidad Jurídica); 4 (Derecho a la Vida); 5 

(Derecho a la Integridad Personal); 6 (Prohibición de la Esclavitud y 

Servidumbre); 9 (Principio de Legalidad y de Retroactividad); 12 

(Libertad de Conciencia y de Religión); 17 (Protección a la Familia); 18 

(Derecho al Nombre); 19 (Derechos del Niño); 20 (Derecho a la 

Nacionalidad), y 23 (Derechos Políticos), ni de las garantías judiciales 

indispensables para la protección de tales derechos.

3. Todo Estado parte que haga uso del derecho de suspensión deberá 

informar inmediatamente a los demás Estados Partes en la presente 

Convención, por conducto del Secretario General de la Organización de 

los Estados Americanos, de las disposiciones cuya aplicación haya 

suspendido, de los motivos que hayan suscitado la suspensión y de la 

fecha en que haya dado por terminada tal suspensión.



Suspensión de garantías
Corte    IDH.    Garantías    judiciales    en    estados    de    emergencia    (Arts.27.2,    
25    y    8    Convención    Americana    sobre    Derechos    Humanos).    Opinión    
Consultiva    OC-‐-9/87    de    6    de    octubre    de    1987.    Serie    A    No.    9

El     concepto     de     debido     proceso     legal     recogido     por     el     artículo     8     
de     la     Convención     debe    entenderse    como    aplicable,    en    lo    esencial,    
a    todas    las    garantías    judiciales    referidas    en    la    Convención    
Americana,    aun    bajo    el    régimen    de    suspensión    regulado    por    el    
artículo    27    de    la    misma. 30.    Relacionado    el    artículo    8    con    los    
artículos    7.6,    25    y    27.2    de    la    Convención,    se    concluye    que    los    
principios    del    debido    proceso    legal    no    pueden    suspenderse    con    
motivo    de    las    situaciones    de    excepción     en     cuanto     constituyen     
condiciones     necesarias     para     que     los     instrumentos     procesales,    
regulados    por    la    Convención,    puedan    considerarse    como    garantías    
judiciales.    Esta    conclusión    es    aún    más    evidente    respecto    del    hábeas    
corpus    y    del    amparo,    a    los    que    la    Corte    se    referirá    en    seguida    
y    que    tienen    el    carácter    de    indispensables    para    tutelar    los    
derechos    humanos    que    no    pueden    ser    objeto    de    suspensión. 



Suspensión de garantías
Corte    IDH.    Caso    Zambrano    Vélez    y    otros    Vs.    Ecuador.    Fondo,    
Reparaciones    y    Costas.    Sentencia    de    4    de    julio    de    2007.    Serie    C    
No.    166.    

La    Corte    considera    que    el    Estado    tiene    la    obligación    de    asegurar    
que    las    garantías    judiciales    indispensables    para    la    protección    de    los    
derechos    y    libertades    consagrados    en    la    Convención    se    mantengan    
vigentes    en    toda    circunstancia,    inclusive    durante    los    estados    de    
excepción.    Este    Tribunal    ha     entendido     anteriormente     que     se     
consideran     como     garantías     indispensables     aquellos    procedimientos    
judiciales    que    ordinariamente    son    idóneos    para    garantizar    la    plenitud    
del    ejercicio    de    los    derechos    y    libertades,    las    cuales    serán    distintas    
según    los    derechos    afectados.    Tales    garantías    son    aquéllas    a    las    que    
la    Convención    se    refiere    expresamente    en    los    artículos    7.6    y    25.1,    
consideradas    dentro    del    marco    y    según    los    principios    del    artículo    8,    
y    también    las    inherentes    a    la    preservación    del    Estado    de    Derecho,    
aun    bajo    la    legalidad    excepcional    que    resulta    de    la    suspensión    de    
garantías.    Esas    garantías     judiciales     indispensables     deben     subsistir     para     
verificar     la     necesidad,     razonabilidad     y    proporcionalidad     de     las     
medidas     específicas     adoptadas     en     ejercicio     de     estas     facultades    
excepcionales. 



Garantías del debido proceso artículo 8 (1) 
de la CADH

■ Las garantías del debido proceso del artículo 8(1) se aplican a procedimientos 
penales y también a la determinación de derechos y obligaciones de orden civil, 
laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. 

Corte IDH. Caso Petro Urrego Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de julio de 2020. Serie C No. 406. 

De este modo, cuando la Convención alude al derecho de toda persona a ser oída por un 
“juez o tribunal competente” para la “determinación de sus derechos”, está refiriéndose a 
cualquier autoridad pública, ya sea administrativa, legislativa o judicial, que a través de 
sus resoluciones determine derechos y obligaciones de las personas . De esta forma, se 
desprende que cualquier órgano del Estado que ejerza funciones de carácter 
materialmente jurisdiccional, tiene la obligación de adoptar resoluciones apegadas a las 
garantías del debido proceso legal en los términos del artículo 8.1 de la Convención 
Americana. Por esta razón, en la determinación de los derechos y obligaciones de las 
personas, de cualquier carácter, se debe observar “las debidas garantías” que aseguren, 
según el procedimiento de que se trate, el derecho al debido proceso . Esto significa que el 
incumplimiento de una de esas garantías conlleva necesariamente una violación de dicha 
disposición.

■ Cuáles son estas garantías?

■ Derecho a ser oído dentro un plazo razonable

■ Derecho a un juez competente, independiente e imparcial



Garantías del debido proceso artículo 8 (1) y 
(2) de la CADH

La noción de debidas garantías o garantías mínimas

Corte IDH. Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 31 de enero de 2001. Serie C No. 71

70. Ya la Corte ha dejado establecido que a pesar de que el citado artículo no especifica 
garantías mínimas en materias que conciernen a la determinación de los derechos y 
obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter, el elenco de 
garantías mínimas establecido en el numeral 2 del mismo precepto se aplica también a 
esos órdenes y, por ende, en ese tipo de materias el individuo tiene también el 
derecho, en general, al debido proceso que se aplica en materia penal.

Corte IDH. Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 2 de febrero de 2001. Serie C No. 72

125.La Corte observa que el elenco de garantías mínimas establecido en el numeral 2 
del artículo 8 de la Convención se aplica a los órdenes mencionados en el numeral 1 
del mismo artículo, o sea, la determinación de derechos y obligaciones de orden “civil, 
laboral, fiscal o de cualquier otro carácter”. Esto revela el amplio alcance del debido 
proceso; el individuo tiene el derecho al debido proceso entendido en los términos del 
artículo 8.1 y 8.2, tanto en materia penal como en todos estos otros órdenes.



Garantías del debido proceso artículo 8 
(1) y (2) de la CADH

■ 126.En cualquier materia, inclusive en la laboral y la administrativa, la 
discrecionalidad de la administración tiene límites infranqueables, siendo uno de 
ellos el respeto de los derechos humanos. Es importante que la actuación de la 
administración se encuentre regulada, y ésta no puede invocar el orden público para 
reducir discrecionalmente las garantías de los administrados. Por ejemplo, no puede 
la administración dictar actos administrativos sancionatorios sin otorgar a los 
sancionados la garantía del debido proceso.

■ 127.Es un derecho humano el obtener todas las garantías que permitan alcanzar 
decisiones justas, no estando la administración excluida de cumplir con este deber. 
Las garantías mínimas deben respetarse en el procedimiento administrativo y en 
cualquier otro procedimiento cuya decisión pueda afectar los derechos de las 
personas. 

■ 129.La justicia, realizada a través del debido proceso legal, como verdadero valor 
jurídicamente protegido, se debe garantizar en todo proceso disciplinario, y los 
Estados no pueden sustraerse de esta obligación argumentando que no se aplican las 
debidas garantías del artículo 8 de la Convención Americana en el caso de sanciones 
disciplinarias y no penales. Permitirle a los Estados dicha interpretación equivaldría a 
dejar a su libre voluntad la aplicación o no del derecho de toda persona a un debido 
proceso.



Garantías del debido proceso artículo 8 (1) y 
(2) de la CADH
Corte IDH. Caso Petro Urrego Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de julio de 2020. Serie C No. 406. 

120. Por su parte, el artículo 8.2 de la Convención establece adicionalmente las 
garantías mínimas que deben ser aseguradas por los Estados en función del debido 
proceso legal . La Corte ha indicado que estas garantías mínimas deben respetarse 
en el procedimiento administrativo y en cualquier otro procedimiento cuya 
decisión pueda afectar los derechos de las personas. En otras palabras, cualquier 
actuación u omisión de los órganos estatales dentro de un proceso, sea 
administrativo sancionatorio o jurisdiccional, debe respetar el debido proceso 
legal. Particularmente, en el caso Maldonado Ordoñez Vs. Guatemala, la Corte 
destacó que “el derecho disciplinario forma parte del derecho sancionador [...] en la 
medida en que está compuesto por un conjunto de normas que permiten imponer 
sanciones a los destinatarios que realicen una conducta definida como falta 
disciplinaria”, por lo que “se acerca a las previsiones del derecho penal” y, en razón 
de su “naturaleza sancionatoria”, las garantías procesales de este “son aplicables 
mutatis mutandis al derecho disciplinario” . 



Corte IDH. Caso Maldonado Ordóñez Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de mayo de 2016. Serie C No. 311.

73. La Corte ha señalado que el artículo 8.1 de la Convención consagra los 
lineamientos del llamado “debido proceso legal”, que consiste en el derecho de 
toda persona a ser oída con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable 
por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con 
anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal 
formulada en su contra o para la determinación de sus derechos. Mientras que el 
artículo 8.2 de la Convención establece, adicionalmente, las garantías mínimas 
que deben ser aseguradas por los Estados en función del debido proceso legal. 
Es un derecho humano el obtener todas las garantías que permitan alcanzar 
decisiones justas. Las garantías mínimas deben respetarse en el procedimiento 
administrativo y en cualquier otro procedimiento cuya decisión pueda afectar los 
derechos de las personas. 

74. Debido al alcance del artículo 8.2 de la Convención, la Corte se ha 
pronunciado en su jurisprudencia sobre la aplicabilidad del artículo 8.2 de la 
Convención Americana, entre otros, en el marco de dos casos relacionados con 
un juicio político y la destitución de magistrados del Tribunal Constitucional del 
Perú por el Congreso, y un juicio político contra vocales del Tribunal Constitucional 
ecuatoriano, así como en el ámbito del desarrollo procesos administrativos y 
laborales conducidos por el poder ejecutivo en contra de funcionarios públicos y 
ciudadanos. 



Además, en el caso Vélez Loor Vs. Panamá, la Corte aplicó el artículo 

8.2.h respecto a la revisión de una sanción administrativa de 

privación de libertad, considerando que el “artículo 8.2.h de la 

Convención […] consagra un tipo específico de recurso que debe 

ofrecerse a toda persona sancionada con una medida privativa de 

libertad, como garantía de su derecho a la defensa”. En estas 

sentencias, la Corte no ha limitado la aplicación del artículo 8.2 de la 

Convención Americana a procesos penales, sino la ha extendido, en 

lo pertinente, a procesos administrativos ante autoridades estatales 

y a procesos judiciales de carácter no penal en el ámbito 

constitucional, administrativo y laboral; así mismo ha indicado que 

tanto en estas como en otro tipo de materias “el individuo tiene 

también derecho, en general, al debido proceso que se aplica en 

materia penal”. 

75. Del recuento de la jurisprudencia que ha desarrollado la Corte 

hasta al momento, se entiende que ésta ha considerado que las 

garantías del artículo 8.2 de la Convención no son exclusivas de los 

procesos penales, sino que además pueden ser aplicables a 

procesos de carácter sancionatorio. Ahora bien, lo que corresponde 

en cada caso es determinar las garantías mínimas que conciernen a 

un determinado proceso sancionatorio no penal,

según su naturaleza y alcance.



Garantías del debido proceso artículo 8 (1) y 
(2) de la CADH
■ La lista de debidas garantías o garantías mínimas no es exhaustiva

Debidas garantías: deber de motivar

Corte IDH. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso 
Administrativo”) Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182

77. La Corte ha señalado que la motivación “es la exteriorización de la justificación 
razonada que permite llegar a una conclusión”. El deber de motivar las resoluciones es 
una garantía vinculada con la correcta administración de justicia, que protege el 
derecho de los ciudadanos a ser juzgados por las razones que el Derecho suministra, y 
otorga credibilidad de las decisiones jurídicas en el marco de una sociedad 
democrática. En el mismo sentido: Caso Tristán Donoso Vs. Panamá. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de enero de 2009. Serie C No. 
193, párr.152.

78. El Tribunal ha resaltado que las decisiones que adopten los órganos internos que 
puedan afectar derechos humanos deben estar debidamente fundamentadas, pues de lo 
contrario serían decisiones arbitrarias. En este sentido, la argumentación de un fallo 
debe mostrar que han sido debidamente tomados en cuenta los alegatos de las partes y 
que el conjunto de pruebas ha sido analizado. Asimismo, la motivación demuestra a las 
partes que éstas han sido oídas y, en aquellos casos en que las decisiones son 
recurribles, les proporciona la posibilidad de criticar la resolución y lograr un nuevo 
examen de la cuestión ante las instancias superiores. Por todo ello, el deber de 
motivación es una de las “debidas garantías” incluidas en el artículo 8.1 para 
salvaguardar el derecho a un debido proceso.



Garantías del debido proceso artículo 8 (1) y (2) 
de la CADH

■ Notificación consular 

Corte IDH. El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las Garantías del Debido 
Proceso Legal. Opinión Consultiva OC-¬‐ 16/99 de 1 de octubre de 1999.Serie A No. 16, párr. 124.

Si el Estado que envía decide brindar su auxilio, en ejercicio de los derechos que le confiere el artículo 36 de 
la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, podrá asistir al detenido en diversos actos de defensa, 
como el otorgamiento o contratación de patrocinio letrado, la obtención de pruebas en el país de origen, la 
verificación de las condiciones en que se ejerce la asistencia legal y la observación de la situación que 
guarda el procesado mientras se halla en prisión. En el mismo sentido: Caso Bulacio Vs. Argentina. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 18 de Septiembre de 2003. Serie C No. 100245, párr. 130; Caso Tibi Vs. 
Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de septiembre de 2004. 
Serie C No. 114, párr. 112; Caso Acosta Calderón Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 
de junio de 2005. Serie C No. 129, párr. 125; Caso Bueno Alves Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 11 de mayo de 2007. Serie C No. 164246, párr. 116; Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez. Vs. 
Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2007. 
Serie C No. 170, párr. 164; Caso Vélez Loor Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2010 Serie C No. 218, párr. 154.

121. En el caso al que se refiere la presente Opinión Consultiva, ha de tomarse en cuenta la situación real que 
guardan los extranjeros que se ven sujetos a un procedimiento penal, del que dependen sus bienes jurídicos 
más valiosos y, eventualmente, su vida misma. Es evidente que, en tales circunstancias, la notificación del 
derecho a comunicarse con el representante consular de su país, contribuirá a mejorar considerablemente 
sus posibilidades de defensa y a que los actos procesales en los que interviene -¬‐ y entre ellos los 
correspondientes a diligencias de policía -¬‐ se realicen con mayor apego a la ley y respeto a la dignidad de las 
personas.

122. En tal virtud, la Corte estima que el derecho individual que se analiza en esta Opinión Consultiva debe 
ser reconocido y considerado en el marco de las garantías mínimas para brindar a los extranjeros la 
oportunidad de preparar adecuadamente su defensa y contar con un juicio justo.



Ejemplos de la jurisprudencia sobre distintos 
procedimientos a los que se aplican las 
garantías del debido proceso
Corte IDH. Caso Yatama Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 23 de junio de 2005. Serie C No. 127.

149.Todos los órganos que ejerzan funciones de naturaleza materialmente jurisdiccional tienen el 
deber de adoptar decisiones justas basadas en el respeto pleno a las garantías del debido proceso 
establecidas en el artículo 8 de la Convención Americana. El artículo 8.1 de la Convención, que alude al 
derecho de toda persona a ser oída por un “juez o tribunal competente” para la “determinación de sus 
derechos”, es igualmente aplicable al supuesto en que alguna autoridad pública, no judicial, dicte 
resoluciones que afecten la determinación de tales derechos30, como ocurrió en el presente caso. En 
el mismo sentido:Caso López Álvarez Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de 
febrero de 2006. Serie C No. 141, párr.148.

150.Las decisiones que emiten los órganos internos en materia electoral pueden afectar el goce de 
los derechos políticos. Por lo tanto, en dicho ámbito también se deben observar las garantías 
mínimas consagradas en el artículo 8.1 de la Convención, en cuanto sean aplicables al 
procedimiento respectivo. En el presente caso, debe tomarse en cuenta que el procedimiento 
electoral que antecede a la celebración de elecciones municipales requiere celeridad y un trámite 
sencillo que facilite la toma de decisiones en el marco del calendario electoral. El Consejo Supremo 
Electoral debía respetar las garantías específicas dispuestas en la Ley Electoral No. 331 de 2000, la cual 
regula el proceso para las elecciones de alcaldes, vicealcaldes y concejales.

152.Las decisiones que adopten los órganos internos que puedan afectar derechos humanos, tal como 
el derecho a la participación política, deben estar debidamente fundamentadas, pues de lo contrario 
serían decisiones arbitrarias.



Ejemplos de la jurisprudencia sobre distintos 
procedimientos a los que se aplican las 
garantías del debido proceso

Corte IDH. Caso Familia Pacheco Tineo v. Bolivia. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2013. Serie C No. 272

157. Así, en virtud de la naturaleza de los derechos que podrían verse afectados por 
una determinación errónea del riesgo o una respuesta desfavorable, las garantías de 
debido proceso resultan aplicables, en lo que corresponda, a ese tipo de 
procedimientos, que son normalmente de carácter administrativo. En ese sentido, 
todo procedimiento relativo a la determinación de la condición de refugiado de 
una persona implica una valoración y decisión sobre el posible riesgo de afectación 
a sus derechos más básicos, como la vida, la integridad y la libertad personal. De 
tal manera, aún si los Estados pueden determinar los procedimientos y autoridades 
para hacer efectivo ese derecho, en aplicación de los principios de no 
discriminación y debido proceso, se hacen necesarios procedimientos previsibles, 
así como coherencia y objetividad en la toma de decisiones en cada etapa del 
procedimiento para evitar decisiones arbitrarias.



Ejemplos de la jurisprudencia sobre distintos 
procedimientos a los que se aplican las 
garantías del debido proceso

Corte IDH. Caso Wong Ho Wing v. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 30 de junio de 2015. Serie C No. 297

208. En principio, la función jurisdiccional compete eminentemente al Poder Judicial, sin 
perjuicio de que otros órganos o autoridades públicas puedan ejercer funciones 
jurisdiccionales en determinadas situaciones específicas. Es decir que, cuando la Convención 
se refiere al derecho de toda persona a ser oída por un “juez o tribunal competente” para la 
“determinación de sus derechos”, esta expresión se refiere a cualquier autoridad pública, sea 
administrativa, legislativa o judicial, que a través de sus resoluciones determine derechos y 
obligaciones de las personas. Por la razón mencionada, esta Corte considera que cualquier 
órgano del Estado que ejerza funciones de carácter materialmente jurisdiccional, tiene la 
obligación de adoptar resoluciones apegadas a las garantías del debido proceso legal en los 
términos del artículo 8.1 de la Convención Americana. De este modo, la Corte ha establecido 
que en procesos tales como los que puedan desembocar en la expulsión o deportación de 
extranjeros, el Estado no puede dictar actos administrativos o adoptar decisiones judiciales 
sin respetar determinadas garantías mínimas, cuyo contenido es sustancialmente 
coincidente con las establecidas en el artículo 8 de la Convención. Si bien los procesos de 
extradición son mecanismos de cooperación internacional entre Estados en materia penal, 
la Corte reitera que en los mismos deben observarse las obligaciones internacionales de los 
Estados en materia de derechos humanos, en la medida en que sus decisiones pueden 
afectar los derechos de las personas (supra párr. 119). En particular, en los procedimientos 
de extradición deben respetarse determinadas garantías mínimas del debido proceso, 
teniendo en cuenta los aspectos políticos y jurídicos de dichos procesos. 



Ejemplos de la jurisprudencia sobre distintos 
procedimientos a los que se aplican las 
garantías del debido proceso

Corte IDH. Caso Colindres Schonenberg Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 4 de febrero de 2019. Serie C No. 373. 

65. En este sentido, esta Corte ha señalado quelas garantías contempladas en el 
artículo 8.1 de la Convención son también aplicables al supuesto en que alguna 
autoridad no judicial adopte decisiones que afecten la determinación de los 
derechos de las personas, tomando en cuenta que no le son exigibles aquellas 
propias de un órgano jurisdiccional, pero sí debe cumplir con aquellas destinadas a 
asegurar que la decisión no sea arbitraria. 

66. El cese del señor Colindres Schonenberg implicó una determinación de sus 
derechos ya que  trajo  como  consecuencia  la  separación  inmediata  de  su  cargo  
de  magistrado. Por  lo tanto,  este Tribunal  deberá  examinar si  el  procedimiento  
llevado  a  cabo  por  la  Asamblea Legislativa fue acorde a las garantías del debido 
proceso establecidas en el artículo 8.1 de la Convención Americana. 



Ejemplos de la jurisprudencia sobre distintos 
procedimientos a los que se aplican las 
garantías del debido proceso

67. Este Tribunal advierte que el señor Colindres Schonenberg era magistrado del 
Tribunal Supremo  Electoral.  El  TSE  no  forma  parte  del Poder Judicial.  Sin  
embargo,  entre  sus funciones  se  encuentra conocer  y  resolver “toda  clase  de  
acción,  excepción,  petición, recursos  e  incidentes  que pudieren interponerse”. 
En consecuencia,  el  TSE  cumple  con funciones  jurisdiccionales  en  materia  
electoral.  Por  tanto,  a  magistrados  del  TSE,  como  el señor Colindres  
Schonenberg,  se  les deben  ofrecer  las  mismas  garantías  que  a  jueces  en 
general.



Ejemplos de la jurisprudencia sobre distintos 
procedimientos a los que se aplican las 
garantías del debido proceso

Caso López Lone y otros v. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 5 de octubre de 2015. Serie C No. 302

207.Este Tribunal ha señalado que las garantías contempladas en el artículo 8.1 de la 
Convención son también aplicables al supuesto en que alguna autoridad no judicial 
adopte decisiones que afecten la determinación de los derechos de las personas , 
tomando en cuenta que no le son exigibles aquellas propias de un órgano 
jurisdiccional, pero sí debe cumplir con aquellas destinadas a asegurar quela decisión 
no sea arbitraria . La Corte considera que los órganos de administración y gobierno 
de la carrera judicial que intervinieron en los procedimientos disciplinarios de las 
presuntas víctimas, debían adoptar decisiones basadas en el respeto pleno a las 
garantías del debido proceso establecidas en el artículo 8.1 de la Convención 
Americana. 



Ejemplos de la jurisprudencia sobre distintos 
procedimientos a los que se aplican las 
garantías del debido proceso

Corte IDH. Caso Favela Nova Brasília v. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 16 de febrero de 2017. Serie C No. 333

185.Todas las exigencias del debido proceso previstas en el artículo 8.1 de la Convención, así como 
criterios de independencia e imparcialidad, se extienden también a los órganos no judiciales a los que 
corresponda la investigación previa al proceso judicial, realizada para determinar las circunstancias 
de una muerte y la existencia de suficientes indicios para interponer una acción penal. Sin el 
cumplimiento de estas exigencias, el Estado no podrá posteriormente ejercer de manera efectiva y 
eficiente su facultad acusatoria y los tribunales no podrán llevar a cabo el proceso judicial que este 
tipo de violaciones requiere.

186. En ese sentido, los Principios sobre Prevención e Investigación Eficaces sobre Ejecuciones 
Extralegales, Arbitrarias o Sumarias, y su Manual (conocidos como Protocolo de Minnesota ), disponen 
que en los casos en que se sospeche la participación de funcionarios estatales, “puede no ser posible 
una investigación objetiva e imparcial a menos que se cree una comisión indagadora especial”. Entre 
los factores que justifican la creencia de que funcionarios estatales participaron en el homicidio y que 
deberían inducir a crear una comisión especial imparcial que la investigue figuran, entre otros, cuando 
la víctima haya sido vista por última vez en la custodia de la policía o detenida; cuando el modus 
operandi sea reconocidamente imputable a escuadrones de la muerte patrocinados por el gobierno; 
cuando personas del gobierno o relacionadas con éste hayan intentado obstruir o retrasar la 
investigación del homicidio, y cuando no puedan obtenerse las pruebas físicas o de testigos esenciales 
a la investigación. En dichas situaciones, el párrafo 11 de los referidos Principios dispone que se 
establezca una comisión indagatoria independiente o un procedimiento semejante. Los 
investigadores, en esos casos, deben ser imparciales, competentes e independientes. 



Ejemplos de la jurisprudencia sobre distintos 
procedimientos a los que se aplican las garantías 
del debido proceso

Juicios políticos realizados por el Poder Legislativo contra Presidentes/as 
democrática y constitucionalmente electos/as?

Corte IDH. Rechazo de la Solicitud de Opinión Consultiva presentada por 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Resolución de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos de 29 de mayo de 2018.

¿Qué garantías específicas del debido proceso, previstas en el Artículo 8 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos y Artículo XVIII de la Declaración Americana de los Derechos 
y Deberes del Hombre, resultan exigibles en el contexto de juicios políticos realizados por el Poder 
Legislativo contra Presidentes/as democrática y constitucionalmente
electos/as?

La solicitud de la Comisión Interamericana hace alusión de manera específica a tres 
peticiones individuales que se encuentran bajo su conocimiento y están pendientes de 
resolver: i) alegadas violaciones de derechos humanos contra Manuel Zelaya en el contexto 
del Golpe de Estado de 2008 en Honduras; ii) alegadas violaciones de derechos humanos en 
contra de Fernando Lugo en el contexto del juicio político que se siguió en su contra; y iii) 
alegadas violaciones de derechos humanos en contra de Dilma Rousseff en el contexto del 
impeachment que se siguió en su contra. Según fue informado por la Comisión 
Interamericana, las primeras dos peticiones ya han sido trasladadas a los respectivos 
Estados y se encuentran “a la espera de un pronunciamiento sobre admisibilidad”; la tercera, 
no ha sido trasladada al Estado y se encuentra “en etapa de estudio”. 



17. En atención a lo anterior, el Tribunal estima que el responder a las preguntas de 
la Comisión Interamericana en los términos planteados, es decir, de realizar 
consideraciones en abstracto sobre la compatibilidad de un gran número de 
modelos de juicio políticos o procedimientos de impeachment, no podría 
considerar en debida forma las particularidades del diseño institucional de los 
diversos mecanismos de control horizontal que existen en la región. Estos diseños 
en muchas ocasiones son productos históricos, que responden a las necesidades y a 
la experiencia constitucional de cada sociedad y ameritan un análisis detallado y 
contextualizado para determinar su compatibilidad con la Convención Americana, lo 
que solo podría realizarse en el marco de un caso contencioso. 

18. En efecto, el Tribunal reconoce que ya existe una línea jurisprudencial sobre 
garantías judiciales, protección judicial, y juicios políticos que podría dar insumos a 
las consultas de la Comisión. Sin embargo, la Corte estima que se encontrará mejor 
situada para garantizar los derechos humanos que podrían estar en juego y 
examinar la compatibilidad del ordenamiento jurídico de los Estados respecto de la 
Convención Americana y el corpus juris interamericano en general, realizando un 
escrutinio caso por caso a través de su jurisdicción contenciosa. os que podrían ser 
sometidos a la Corte con posterioridad en el marco de un caso contencioso. Del 
mismo modo, se evitaría un pronunciamiento prematuro sobre asuntos que podrían 
ser sometidos a la Corte con posterioridad en el marco de un caso contencioso.



Garantías específicas del artículo 8 (1)
■ Derecho a ser oído

Corte    IDH.    Caso    del    Tribunal    Constitucional    (Camba    Campos    y    otros)    Vs.    Ecuador. Excepciones 
Preliminares,    Fondo,    Reparaciones    y    Costas.    Sentencia    de    28    de    agosto    de    2013.    Serie    C    No.    268.   

181. Si    bien    ya    se    declaró    que    el    Congreso    no    tenía    competencia    para    cesar    a    los    vocales    del    
Tribunal    Constitucional    de    sus    cargos    (supra    párr.    180),    bajo    las    circunstancias    del    presente    caso,    la    
Corte    considera    necesario    entrar    a    analizar    algunos    de    los    derechos    que    fueron    alegados  por    la    
Comisión    y    los    representantes    tanto    por    la    decisión    de    cese    como    los    juicios    políticos,  en    particular    
el    derecho a    ser    oído,    a    la    defensa    y    el    principio    “ne bis    in    idem”.    El    Tribunal    ha    desarrollado    el    
derecho    a    ser    oído    protegido    en    el    artículo    8.1    de    la    Convención,    en    el    sentido    general    de    
comprender    el    derecho    de    toda    persona     a     tener     acceso     al     tribunal     u     órgano     estatal encargado     
de     determinar     sus     derechos     y obligaciones.    Respecto    al    derecho    a    ser    oído,    consagrado   en el    
artículo    8.1    de    la    Convención,    la    Corte    reitera    que    las    garantías    establecidas    en    el    artículo    8    de    la    
Convención    Americana    suponen    que    las    víctimas deben    contar    con    amplias    posibilidades    de    ser oídas    
y    actuar    en    los    procesos    respectivos,    de    manera    que    puedan    formular    sus    pretensiones    y presentar    
elementos    probatorios    y    que    éstos    sean    analizados    de    forma    completa    y    seria    por    las   autoridades    
antes    de    que    se    resuelva    sobre    hechos,    responsabilidades,    penas    y    reparaciones.    

182.    Sobre    el    particular,    el    Tribunal    Europeo    de    Derechos    Humanos    ha    señalado    que    la    exigencia    de    
que    una    persona    “sea    oída    equitativa,    públicamente    y    dentro    de    un    plazo    razonable,    por    un    
tribunal    independiente    e    imparcial”    es    equiparable    al    derecho    a    un    “juicio”    o    a    “procedimientos    
judiciales”    justos.    Al    respecto,    el    Tribunal    Europeo    ha    desarrollado    el    criterio    según    el    cual    un 
procedimiento    justo    supone    que    el    órgano    encargado    de    administrar    justicia    efectúe    “un    examen    
apropiado    de    las    alegaciones,    argumentos    y    pruebas    aducidas    por    las    partes,    sin    perjuicio de    sus    
valoraciones    acerca    de    si    son    relevantes    para    su    decisión”.    En    el    caso    Olujic Vs.    Croacia    sobre    la    
tramitación    de    un    procedimiento    disciplinario    contra    el    Presidente    de    la    Corte    Suprema    de Croacia,    el    
Tribunal    Europeo    de    Derechos    Humanos    resaltó    la    importancia    del    derecho    a    ser    oído    de manera    
equitativa.    Por    su    parte,    el    Comité    de    Ministros    del    Consejo    de    Europa    ha    señalado    también    que    en    
procedimientos    de    destitución     es     necesario     garantizarles     a     los     jueces     al     menos     los requisitos     del     
debido     proceso    contenidos    en    el    Convenio    Europeo    Derechos    Humanos,    inter    alia,    que    el    caso    sea    
oído    dentro    de    un    plazo    razonable    y    el    derecho    a    responder    cualquier    acusación”



Garantías específicas del artículo 8 (1)

■ Derecho de los familiares de las víctimas a ser oídos

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 
250

193. Además, El Tribunal recuerda que, de conformidad con el derecho reconocido 
en el artículo 8.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la 
misma, los Estados tienen la obligación de garantizar el derecho de las víctimas o 
sus familiares de participar en todas las etapas de los respectivos procesos, de 
manera que puedan hacer planteamientos, recibir informaciones, aportar pruebas, 
formular alegaciones y, en síntesis, hacer valer sus derechos. Dicha participación 
deberá tener como finalidad el acceso a la justicia, el conocimiento de la verdad de 
lo ocurrido y el otorgamiento de una justa reparación. Sin embargo, la búsqueda 
efectiva de la verdad corresponde al Estado, y no depende de la iniciativa procesal de 
la víctima, o de sus familiares o de la aportación privada de elementos probatorios.



Garantías específicas del artículo 8 (1)
■ Derecho de los familiares de las víctimas a ser oídos: derecho a la verdad

Corte IDH. Caso Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia) Vs. 
Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
14 de noviembre de 2014. Serie C No. 285

509. En distintos casos la Corte ha considerado que el derecho a la verdad “se 
encuentra subsumido en el derecho de la víctima o de sus familiares a obtener de 
los órganos competentes del Estado el esclarecimiento de los hechos violatorios y 
las responsabilidades correspondientes, a través de la investigación y el 
juzgamiento que previenen los artículos 8 y 25.1 de la Convención”. Por otra parte, 
en algunos casos tales como Anzualdo Castro y otros vs. Perú y Gelman vs. Uruguay 
la Corte ha realizado consideraciones adicionales y específicas aplicables al caso 
concreto sobre la violación del derecho a la verdad. Asimismo, en el caso Gudiel 
Álvarez y otros (Diario Militar) vs. Guatemala la Corte analizó la violación del derecho 
a conocer la verdad en su análisis del derecho a la integridad personal de los 
familiares, pues consideró que, al ocultar información que impidió a los familiares el 
esclarecimiento de la verdad, el Estado respectivo había violado los artículos 5.1 y 
5.2 de la Convención Americana. Adicionalmente, en el caso Gomes Lund y otros 
(Guerilla de Araguaia) vs. Brasil, la Corte declaró una violación autónoma del derecho 
a la verdad que, por las circunstancias específicas de dicho caso, constituyó, además 
de una violación al derecho de acceso a la justicia y recurso efectivo, una violación 
del derecho a buscar y recibir información, consagrado en el artículo 13 de la 
Convención.



Garantías específicas del artículo 8 (1)
■ Plazo razonable

Corte IDH. Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 27 de noviembre de 2008. Serie C No. 192

155. La Corte ha establecido que es preciso tomar en cuenta tres elementos para 
determinar la razonabilidad del plazo: a) la complejidad del asunto, b) la actividad 
procesal del interesado, y c) la conducta de las autoridades judiciales. El Tribunal 
considera pertinente precisar, además, que en dicho análisis de razonabilidad se 
debe tomar en cuenta la afectación generada por la duración del procedimiento en la 
situación jurídica de la persona involucrada en el mismo, considerando, entre otros 
elementos, la materia objeto de controversia. Si el paso del tiempo incide de manera 
relevante en la situación jurídica del individuo, resultará necesario que el 
procedimiento corra con más diligencia a fin de que el caso se resuelva en un tiempo 
breve.



Garantías específicas del artículo 8 (1)

■ Situación jurídica de la persona involucrada en el proceso

Corte IDH. Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2010. Serie C No. 214

136. En cuanto al cuarto elemento, para determinar la razonabilidad del plazo se debe tomar 
en cuenta la afectación generada por la duración del procedimiento en la situación jurídica de 
la persona involucrada en el mismo, considerando, entre otros elementos, la materia objeto de 
controversia. El Tribunal ha establecido que si el paso del tiempo incide de manera relevante 
en la situación jurídica del individuo, resultará necesario que el procedimiento avance con 
mayor diligencia a fin de que el caso se resuelva en un tiempo breve En el presente caso la 
demora en la obtención de una solución definitiva al problema de la tierra de los miembros de 
la Comunidad ha incidido directamente en su estado de vida. Esta situación es analizada en 
profundidad en el Capítulo VII infra. 

137. Adicionalmente, la Corte recuerda que en los casos de las comunidades indígenas de Yakye
Axa y Sawhoyamaxa, ambos contra el Paraguay, este Tribunal consideró que los plazos de más de 
11 años y 13 años que, respectivamente, duraron los procedimientos de reivindicación de tierras, 
no eran compatibles con el principio del plazo razonable. Por lo tanto, el plazo de más de 17 años 
que ha operado en el presente caso (supra párr. 127) no puede sino llevar a semejante 
conclusión. 



Garantías específicas del artículo 8 (1)

Corte IDH. Caso Fornerón e hija Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 
de abril de 2012. Serie C No. 242203

75. Finalmente, esta Corte ha dicho que para determinar la razonabilidad del plazo también 
se debe tomar en cuenta la afectación generada por la duración del procedimiento en la 
situación jurídica de la persona involucrada en el mismo, considerando, entre otros 
elementos, la materia objeto de controversia. Así, el Tribunal ha establecido que si el paso 
del tiempo incide de manera relevante en la situación jurídica del individuo, resultará 
necesario que el procedimiento avance con mayor diligencia a fin de que el caso se resuelva 
en un tiempo breve. En el mismo sentido: Caso Furlan y familiares Vs. Argentina. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2012. Serie C No. 
246, párr.194.

76. Tanto el Juez de Primera Instancia como el Superior Tribunal de Entre Ríos otorgaron la 
guarda judicial de la niña al matrimonio B-¬‐ Z con base, principalmente, en los vínculos que 
había desarrollado M con el matrimonio de guarda con el transcurrir del tiempo. Esto implicó 
que, pese a que el señor Fornerón es el padre biológico de la niña, -¬‐ y así lo reconoció ante 
las autoridades desde poco después de su nacimiento-¬‐ , no ha podido ejercer sus derechos 
ni cumplir con sus deberes de padre, ni M ha podido disfrutar de los derechos que le 
corresponden como niña respecto de su familia biológica. Adicionalmente, la ausencia de 
una decisión y establecimiento de un régimen de visitas ha impedido que padre e hija se 
conozcan y que se establezca un vínculo entre ambos, ello en los primeros 12 años de vida de 
la niña, etapa fundamental en su desarrollo. Consecuentemente, teniendo en cuenta los 
derechos e intereses en juego, el retraso en las decisiones judiciales generó afectaciones 
significativas, irreversibles e irremediables a los derechos del señor Fornerón y de su hija.



Garantías específicas del artículo 8 (1)
Corte IDH. Caso Furlan y familiares Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2012. Serie C No. 246.

195. Al respecto, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en reiteradas oportunidades ha utilizado 
este criterio en el análisis de plazo razonable. En efecto, en el caso H. Vs. Reino Unido, dicho Tribunal 
hizo especial énfasis en la importancia de “lo que estaba en juego” para el accionante, y determinó 
que el resultado del procedimiento en cuestión tenía un carácter particular de irreversibilidad, por lo 
que en este tipo de casos las autoridades deben actuar con una diligencia excepcional. Asimismo, en 
el caso X. Vs. Francia, el Tribunal manifestó que las autoridades judiciales debían actuar de manera 
excepcionalmente diligente en un procedimiento en el que estaba involucrado una persona con SIDA, 
ya que lo que estaba en juego para el accionante era de crucial importancia, tomando en cuenta que 
sufría de una enfermedad incurable que reducía sus expectativas de vida. De igual forma, en los casos 
Codarcea Vs. Rumanía y Jablonska Vs. Polonia, el Tribunal Europeo consideró que la avanzada edad de 
los accionantes requería de una especial diligencia de las autoridades en la resolución del proceso.

202. Por tanto, si las autoridades judiciales hubieran tenido en cuenta el estado de vulnerabilidad 
en que se encontraba Sebastián Furlan por las particularidades anteriormente descritas, hubiera 
sido evidente que el presente caso exigía por parte de las autoridades judiciales una mayor 
diligencia, pues de la brevedad del proceso dependía el objetivo primordial del proceso judicial, el 
cual era obtener una indemnización que podía estar destinada a cubrir las deudas que durante años 
la familia de Sebastián Furlan acumuló para efectos de su rehabilitación y para llevar a cabo terapias 
necesarias tendientes a atenuar los efectos negativos del paso del tiempo. Asimismo, la Corte 
observa que a pesar de la concordancia entre los dos peritajes médicos respecto a la necesidad de 
tratamiento urgente de Sebastián Furlan, el juez de la causa omitió adoptar medidas oportunas para 
garantizar un debido acceso a la rehabilitación. 

203. Teniendo en cuenta lo anterior, la Corte considera que se encuentra suficientemente probado 
que la prolongación del proceso en este caso incidió de manera relevante y cierta en la situación 
jurídica de la presunta víctima y su efecto tiene, hasta el día de hoy, un carácter irreversible, por 
cuanto al retrasarse la indemnización que necesitaba, tampoco pudo recibir los tratamientos que 
hubieran podido brindarle una mejor calidad de vida.



Garantías específicas del artículo 8 (1)

■ Análisis global del procedimiento

Corte IDH. Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 15 de junio de 2005. 
Serie C No. 124

160. Desde que Suriname reconoció la competencia de la Corte el 12 de 
noviembre de 1987, han pasado casi 18 años y el Estado no ha realizado una 
investigación seria y efectiva de estos hechos que pueda haber conducido a un 
enjuiciamiento de los responsables del ataque a la aldea de Moiwana (supra 
párr. 86.33). El Tribunal considera que una demora tan prolongada constituye 
per se una violación de las garantías judiciales, que difícilmente podría ser 
justificada por el Estado, sin perjuicio de lo cual el Tribunal considerará si la 
demora se debió a la complejidad del caso o a la conducta de las partes.



Relación con la regla del agotamiento de los recursos
internos

Artículo 46 de la CADH

1. Para que una petición o comunicación presentada conforme a los artículos 44 ó
45 sea admitida por la Comisión, se requerirá:

a) que se hayan interpuesto y agotado los recursos de jurisdicción interna, 
conforme a los principios del Derecho Internacional generalmente reconocidos;

2. Las disposiciones de los incisos 1.a. y 1.b. del presente artículo no se aplicarán 
cuando:

a) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso 
legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados;

b) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los 
recursos de la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos, y

c) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.



Relación con el artículo 7 de la CADH

■ Derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable

Artículo 7 (5) Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u 
otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser 
juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que 
continúe el proceso. Su libertad podrá estar condicionada a garantías que aseguren su 
comparecencia en el juicio. 

Corte IDH. Caso Romero Feris Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 
de octubre de 2019. Serie C No. 391. 

92. La Corte ha considerado que para que una medida cautelar restrictiva de la libertad no 
sea arbitraria es necesario que: i. se presenten presupuestos materiales relacionados con la 
existencia de un hecho ilícito y con la vinculación de la persona procesada a ese hecho; ii. 
esas medidas cumplan con los cuatro elementos del “test de proporcionalidad”, es decir 
con la finalidad de la medida que debe ser legítima (compatible con la Convención 
Americana), idónea para cumplir con el fin que se persigue, necesaria y estrictamente 
proporcional y iii. la decisión que las impone contenga una motivación suficiente que 
permita evaluar si se ajusta a las condiciones señaladas.



Relación con el artículo 7 de la CADH
93. Respecto del primer punto, la Corte ha indicado que para que se cumplan 
los requisitos para restringir el derecho a la libertad personal a través de una 
medida cautelar como la prisión preventiva, deben existir indicios suficientes 
que permitan suponer razonablemente que un hecho ilícito ocurrió y que la 
persona sometida al proceso pudo haber participado en ese ilícito.

94. En este punto, es necesario enfatizar que este presupuesto no constituye en 
sí mismo una finalidad legítima para aplicar una medida cautelar restrictiva a la 
libertad, ni tampoco es un elemento que sea susceptible de menoscabar el 
principio de presunción de inocencia contenido en el artículo 8.2 de la 
Convención. Por el contrario, tal como lo indica el derecho comparado de varios 
países de la región, y del Estado argentino, así como la práctica de Tribunales 
internacionales, se trata de un supuesto adicional a los otros requisitos 
relacionados con la finalidad legítima, la idoneidad, la necesidad y la 
proporcionalidad, y opera como una garantía suplementaria a la hora de 
proceder a la aplicación de una medida cautelar restrictiva de la libertad. 



Relación con el artículo 7 de la CADH
95. Lo anterior debe entenderse teniendo en cuenta que, en principio y en 
términos generales, esta decisión no debería tener ningún efecto frente a la del 
juzgador respecto de la responsabilidad del procesado, dado que suele ser 
tomada por un juez o autoridad judicial diferente a la que finalmente toma la 
decisión sobre el fondo.

96. Asimismo, en relación con esos presupuestos, la Corte ha considerado que 
la sospecha o los indicios suficientes que permitan suponer razonablemente 
que la persona sometida al proceso pudo haber participado en el ilícito que se 
investiga, deben estar fundados y expresados con base en hechos específicos, 
esto es, no en meras conjeturas o intuiciones abstractas. De allí se deduce que 
el Estado no debe detener para luego investigar, por el contrario, sólo está 
autorizado a privar de la libertad a una persona cuando alcance el conocimiento 
suficiente para poder llevarla a juicio. En el mismo sentido, el Tribunal Europeo 
ha considerado que el término “sospecha o indicio razonable” presupone la 
existencia de hechos o de información que un observador objetivo consideraría 
como suficiente indicativo de que la persona afectada puede haber cometido el 
delito.  



Relación con el artículo 7 de la CADH

97.Respecto del segundo punto, la Corte ha afirmado que corresponde a la autoridad 
judicial desarrollar un juicio de proporcionalidad al momento de imponer una medida 
privativa de la libertad. La Corte ha considerado la prisión preventiva como una medida 
cautelar y no una medida de carácter punitivo, la cual debe aplicarse excepcionalmente 
al ser la más severa que se puede imponer al procesado de un delito que goza del 
principio de presunción de inocencia. A su vez, este Tribunal ha indicado en otros casos 
que la privación de libertad de un imputado o de una persona procesada por un delito no 
puede residir en fines preventivo-generales o preventivo-especiales atribuibles a la pena. 
En consecuencia, ha indicado que la regla debe ser la libertad del procesado mientras se 
resuelve acerca de su responsabilidad penal.

98. Dado lo anterior, corresponde a la autoridad judicial imponer medidas de esta 
naturaleza únicamente cuando acredite que: a) la finalidad de las medidas que priven o 
restrinjan la libertad sea compatible con la Convención; b) que las medidas adoptadas 
sean las idóneas para cumplir con el fin perseguido; c) que sean necesarias, en el 
sentido de que sean absolutamente indispensables para conseguir el fin deseado y que 
no exista una medida menos gravosa respecto al derecho intervenido entre todas 
aquellas que cuentan con la misma idoneidad para alcanzar el objetivo propuesto, y d) 
que resulten estrictamente proporcionales, de tal forma que el sacrificio inherente a la 
restricción del derecho a la libertad no resulte exagerado o desmedido frente a las 
ventajas que se obtienen mediante tal restricción y el cumplimiento de la finalidad 
perseguida.



Relación con el artículo 7 de la CADH
99. En lo que refiere al primer punto, el Tribunal ha indicado que la medida solo se 
debe imponer cuando sea necesaria para la satisfacción de un fin legítimo, a saber: 
que el acusado no impedirá el desarrollo del procedimiento ni eludirá la acción de 
la justicia. Asimismo, ha destacado que el peligro procesal no se presume, sino que 
debe realizarse la verificación del mismo en cada caso, fundado en circunstancias 
objetivas y ciertas del caso concreto. La exigencia de dichos fines, encuentra 
fundamento en los artículos 7.3, 7.5 y 8.2 de la Convención.

100. El artículo 7.5 establece que “[t]oda persona detenida o retenida debe ser 
llevada, sin demora, ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para 
ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo 
razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso. Su 
libertad podrá estar condicionada a garantías que aseguren su comparecencia en el 
juicio”. El sentido de esta norma indica que las medidas privativas de la libertad en 
el marco de procedimientos penales son convencionales, siempre que tengan un 
propósito cautelar, es decir, que sean un medio para la neutralización de riesgos 
procesales, en particular, la norma se refiere a la finalidad relacionada con la 
comparecencia al proceso. 



Relación con el artículo 7 de la CADH
101. El artículo 8.2 por su parte, contiene el principio de presunción de 
inocencia, según el cual una persona es inocente hasta que su culpabilidad sea 
demostrada. De esta garantía se desprende que los elementos que acreditan la 
existencia de los fines legítimos tampoco se presumen, sino que el juez debe 
fundar su decisión en circunstancias objetivas y ciertas del caso concreto, que 
corresponde acreditar al titular de la persecución penal y no al acusado, quien 
además debe tener la posibilidad de ejercer el derecho de contradicción y 
estar debidamente asistido por un abogado. Asimismo, la Corte ha sostenido 
que la gravedad del delito que se le imputa no es, por sí misma, justificación 
suficiente de la prisión preventiva.

102. De este modo, el Tribunal considera que únicamente deben ser 
consideradas como finalidades legítimas de la prisión preventiva, aquellas que 
están atadas directamente con el desarrollo eficaz del proceso, es decir, que 
estén vinculadas con el peligro de fuga del procesado, directamente 
establecido en el artículo 7.5 de la Convención Americana, y aquella que busca 
evitar que el procesado impida el desarrollo del procedimiento.



Relación con el artículo 7 de la CADH

105. Finalmente, la Corte tiene en cuenta los desarrollos que ha hecho el 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en relación con la forma en la que 
se debe acreditar los elementos que son constitutivos de las finalidades 
legítimas. En particular este ha sostenido que “[e]l peligro de fuga no 
puede medirse únicamente sobre la base de la gravedad de la posible 
pena a imponer. Debe evaluarse con referencia a una serie de otros 
factores relevantes que pueden confirmar la existencia de un peligro de 
fuga, como por ejemplo aquellos relacionados con el hogar, ocupación, 
bienes, vínculos familiares y todo tipo de vínculos con el país en el que 
está siendo procesado. También ha afirmado que el peligro de que el 
acusado obstaculice la conducción adecuada de los procedimientos no se 
puede inferir in abstracto, tiene que estar respaldado por evidencia 
objetiva, por ejemplo, el riesgo de presión sobre testigos o la pertenencia 
a una organización criminal o una pandilla.

106. Respecto de la necesidad, la Corte encuentra que, al ser la privación 
de la libertad una medida que implica una restricción a la esfera de acción 
individual, corresponde exigir a la autoridad judicial que imponga dichas 
medidas, únicamente cuando encuentre que los demás mecanismos 
previstos en la ley, que impliquen un menor grado de injerencia en los 
derechos individuales, no son suficientes para satisfacer el fin procesal.



Relación con el artículo 7 de la CADH

109. Adicionalmente, la Corte ha dicho en los casos que se impongan medidas 
privativas de la libertad, que el artículo 7.5 establece límites temporales a su 
duración, por ende, cuando el plazo de la prisión preventiva sobrepasa lo 
razonable, deberá limitar la libertad del imputado con otras medidas menos 
lesivas que aseguren la comparecencia al juicio. Los criterios que podrán ser 
tenidos en cuenta para determinar la razonabilidad del plazo deberán tener 
estrecha relación con las circunstancias particulares del caso concreto. Teniendo 
en cuenta lo anterior, a la luz de lo dispuesto en el artículo 7.3, 7.5 y 8.2 principio 
de presunción de inocencia), la Corte considera que las autoridades internas 
deben propender por la imposición de medidas alternativas a la prisión preventiva 
so pena de que se desvirtúe el carácter excepcional de la misma.

iii. Deber de motivación de las medidas privativas de la libertad.

110. Finalmente, en relación con el tercer punto, la Corte ha considerado que 
cualquier restricción a la libertad que no contenga una motivación suficiente 
(artículo 8.1) que permita evaluar si se ajusta a las condiciones señaladas será 
arbitraria y, por tanto, viola el artículo 7.3 de la Convención. De este modo, para 
que se respete la presunción de inocencia (artículo 8.2) al ordenarse medidas 
cautelares restrictivas de la libertad, es preciso que el Estado fundamente y 
acredite, de manera clara y motivada, según cada caso concreto, la existencia de los 
referidos requisitos exigidos por la Convención. Proceder de otro modo equivaldría 
a anticipar la pena, lo cual contraviene principios generales del derecho, 
ampliamente reconocidos, entre ellos, el principio de presunción de inocencia.



Relación con el artículo 7 de la CADH
111. Del mismo modo, la Corte ha asumido la postura según la cual la prisión 
preventiva debe estar sometida a revisión periódica, de tal forma que no se 
prolongue cuando no subsistan las razones que motivaron su adopción. 
Puntualmente afirmó que el juez no tiene que esperar hasta el momento de dictar 
sentencia absolutoria para que una persona detenida recupere su libertad, sino 
que debe valorar periódicamente si las causas, necesidad y proporcionalidad de la 
medida se mantienen, y si el plazo de la privación a la libertad ha sobrepasado los 
límites que imponen la ley y la razón. En cualquier momento en que aparezca que la 
prisión preventiva no satisface estas condiciones, deberá decretarse la libertad, sin 
perjuicio de que el proceso respectivo continúe. A su vez, corresponde recordar que 
son las autoridades nacionales las encargadas de valorar la pertinencia o no del 
mantenimiento de las medidas cautelares que emiten conforme a su propio 
ordenamiento. Al realizar esta tarea, deben ofrecer los fundamentos suficientes 
que permitan conocer los motivos por los cuales se mantiene la restricción de la 
libertad, la cual, para que no se erija en una privación de libertad arbitraria de 
acuerdo con el artículo 7.3 de la Convención Americana, debe estar fundada en la 
necesidad de asegurar que el detenido no impedirá el desarrollo eficiente de las 
investigaciones ni eludirá la acción de la justicia. De igual forma, ante cada solicitud 
de liberación del detenido, el juez tiene que motivar (artículo 8.1), aunque sea en 
forma mínima las razones por las cuales considera que la prisión preventiva debe 
mantenerse. No obstante lo anterior, aun cuando medien razones para mantener a 
una persona en prisión preventiva, el período de la privación a la libertad no debe 
exceder el límite de lo razonable conforme el artículo 7.5 de la Convención.



Tribunal competente
Corte    IDH.    Caso    Apitz Barbera    y    otros    (“Corte    Primera    de    lo    
Contencioso    Administrativo”)    Vs.    Venezuela.    Excepción    Preliminar,    
Fondo,    Reparaciones    y    Costas.    Sentencia    de    5    de    agosto    de    2008.    
Serie    C    No.    182.

50. El    artículo    8.1    de    la    Convención    garantiza    el    derecho    a    ser    
juzgado    por    “un    tribunal    competente    [...]     establecido     con     
anterioridad     a     la     ley”.     Esto     implica     que     las     personas     “tienen     
derecho     a     ser    juzgadas    por    tribunales    de    justicia    ordinarios    con    
arreglo    a procedimientos    legalmente    establecidos”,    razón    por    la    cual    el    
Estado    no    debe    crear    tribunales    que    no    apliquen    normas    procesales    
debidamente    establecidas    para    sustituir    la    jurisdicción    que    corresponda    
normalmente    a    los    tribunales    ordinarios.    Con    esto    se    busca    evitar    
que    las    personas    sean    juzgadas    por    tribunales    especiales,    creados    
para    el    caso,    o    ad    hoc. 



Tribunal competente
Corte IDH. Caso Colindres Schonenberg Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 4 de febrero de 2019. Serie C No. 373. 

85. La Corte recuerda que el artículo 8.1 garantiza expresamente el derecho a ser 
juzgado por un “tribunal competente [...] establecido con anterioridad por la ley”. Esto 
implica que la competencia  de un tribunal debe estar establecida explícitamente en 
la ley, la  cual ha  sido definida  por  la  Corte  como  la norma  jurídica  de  carácter  
general,  ceñida  al  bien  común, emanada  de  los  órganos  legislativos  
constitucionalmente  previstos  y  democráticamente elegidos,  y  elaborada  según  
el  procedimiento  establecido  por  las  constituciones  de  los Estados  Partes  para  
la  formación  de  las  leyes. Consecuentemente,  en  un  Estado  de Derecho  solo  el  
Poder  Legislativo  puede  regular,  a  través  de  leyes,  la  competencia  de  los 
juzgadores. 

86. Este Tribunal advierte que la decisión de la Sala de lo Constitucional no suplió el 
deber del Estado de establecer mediante una ley emanada del poder legislativo cuál 
era el órgano competente  para  realizar  un  proceso  de  destitución  de  magistrados  
del  TSE.  
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Este vacío normativo tampoco  fue colmado por  el Acuerdo Legislativo  que  creó  
la Comisión Especial para  garantizarle  el  derecho  de  audiencia  al  señor  
Colindres  Schonenberg,  ya  que  si  bien emanó de la Asamblea Legislativa, no 
tiene carácter de ley general y previa, pues fue creado como  un  procedimiento ad  
hoc para  el  caso  concreto  del señor Colindres Schonenberg.  Además el objetivo 
de la Comisión Especial era garantizarle el derecho de audiencia al señor Colindres  
Schonenberg,  no  realizar  la  destitución,  la  cual  fue ordenada por la  Asamblea 
Legislativa con base a lo señalado por la Sala de lo Constitucional. 

87. Por tanto, al no estar establecida la competencia de la Asamblea Legislativa en 
la ley, la  destitución  del  señor  Colindres  Schonenberg violó  su  derecho  a  ser  
juzgado  por  un tribunal competente, contenido en el artículo 8.1 de la 
Convención.



Tribunal competente: tribunales militares

Corte    IDH.    Caso    Cantoral    Benavides    Vs.    Perú.    Fondo.    Sentencia    de    
18    de    agosto    de    2000.    Serie    C    No.    69.

112. Es    necesario    señalar    que    la    jurisdicción    militar    se    establece    en    
diversas    legislaciones    para    mantener    el    orden    y    la    disciplina    dentro    
de    las    fuerzas    armadas.    Por    ello,    su    aplicación    se    reserva    a    los    
militares    que    hayan    incurrido    en delitos    o    faltas    en    el    ejercicio    de    
sus    funciones    y    bajo    ciertas    circunstancias.  En    ese    sentido    se    
regulaba    la    jurisdicción    militar    en    la    legislación    peruana    (artículo    282    
de    la    Constitución    de    1979).    El    traslado    de    competencias    de    la    
justicia    común    a    la    justicia    militar    y    el    consiguiente    procesamiento    
de    civiles    por    el    delito    de    traición    a    la    patria    en    este    fuero,    
como    sucede    en    el    caso,    supone    excluir    al    juez    natural    para    el    
conocimiento    de    estas    causas. Al    respecto,    la    Corte    ha    dicho    que    
“[c]uando la    justicia    militar    asume    competencia    sobre    un    asunto    que    
debe    conocer    la    justicia    ordinaria,    se    ve    afectado    el    derecho    al    
juez    natural    y,    a    fortiori,    el    debido    proceso,    el    cual,    a    su    vez,    
encuéntrase    íntimamente    ligado    al    propio    derecho    de    acceso    a    la    
justicia”
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Corte IDH. Caso Palamara Iribarne Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serie C No. 135. 

124. La Corte ha establecido que toda persona tiene el derecho de ser juzgada por 
un juez o tribunal competente, independiente e imparcial. En un Estado democrático 
de derecho la jurisdicción penal militar ha de tener un alcance restrictivo y 
excepcional y estar encaminada a la protección de intereses jurídicos especiales, 
vinculados con las funciones que la ley asigna a las fuerzas militares.  Por ello, sólo 
se debe juzgar a militares por la comisión de delitos o faltas que por su propia 
naturaleza atenten contra bienes jurídicos propios del orden militar . 

125. El derecho a ser juzgado por tribunales de justicia ordinarios con arreglo a 
procedimientos legalmente previstos constituye un principio básico del debido 
proceso .  Por ello, para que se respete el derecho al juez natural no basta con que 
esté establecido previamente por la ley cuál será el tribunal que atenderá una causa 
y se le otorgue competencia. 

126. En este sentido, las normas penales militares deben establecer claramente y 
sin ambigüedad quiénes son militares, únicos sujetos activos de los delitos 
militares, cuáles son las conductas delictivas típicas en el especial ámbito militar, 
deben determinar la antijuridicidad de la conducta ilícita a través de la descripción 
de la lesión o puesta en peligro de bienes jurídicos militares gravemente atacados, 
que justifique el ejercicio del poder punitivo militar, y especificar la 
correspondiente sanción. Las autoridades que ejercen la jurisdicción penal militar, al 
aplicar las normas penales militares e imputar el delito a un militar, también deben 
regirse por el principio de legalidad y, entre otras, constatar la existencia de todos los 
elementos constitutivos del tipo penal militar, así como la existencia o inexistencia de 
causales de exclusión del delito. 
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132. La Corte estima que en las normas que definen la jurisdicción penal militar en 
Chile no se limita el conocimiento de los tribunales militares a los delitos que por la 
naturaleza de los bienes jurídicos penales castrenses protegidos son estrictamente 
militares y constituyen conductas graves cometidas por militares que atentan contra 
dichos bienes jurídicos. El Tribunal destaca que esos delitos sólo pueden ser 
cometidos por los miembros de las instituciones castrenses en ocasión de las 
particulares funciones de defensa y seguridad exterior de un Estado. La jurisdicción 
penal militar en los Estados democráticos, en tiempos de paz, ha tendido a 
reducirse e incluso a desaparecer, por lo cual, en caso de que un Estado lo 
conserve, éste debe ser mínimo y encontrarse inspirado en los principios y 
garantías que rigen el derecho penal moderno. 

133. En el presente caso, la amplitud de la jurisdicción penal militar aplicada al señor 
Palamara Iribarne trajo como consecuencia que se juzgara a un empleado civil a 
contrata en el fuero castrense por la comisión, inter alia, de conductas que 
atentaban contra los “deberes y el honor militar” o suponían “insubordinación”, 
como lo son los delitos de desobediencia e incumplimiento de deberes militares, 
establecidos en el Código de Justicia Militar, así como delitos que atentan contra el 
“orden y la seguridad públicos”, como lo es el desacato. 



Tribunal competente: tribunales militares
Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209. 

272. El Tribunal considera pertinente señalar que reiteradamente ha establecido que 
la jurisdicción penal militar en los Estados democráticos, en tiempos de paz, ha 
tendido a reducirse e incluso a desaparecer, por lo cual, en caso de que un Estado la 
conserve, su utilización debe ser mínima, según sea estrictamente necesario, y debe 
encontrarse inspirada en los principios y garantías que rigen el derecho penal 
moderno. En un Estado democrático de derecho, la jurisdicción penal militar ha de 
tener un alcance restrictivo y excepcional y estar encaminada a la protección de 
intereses jurídicos especiales, vinculados a las funciones propias de las fuerzas 
militares. Por ello, el Tribunal ha señalado anteriormente que en el fuero militar sólo 
se debe juzgar a militares activos por la comisión de delitos o faltas que por su propia 
naturaleza atenten contra bienes jurídicos propios del orden militar. 

273. Asimismo, esta Corte ha establecido que, tomando en cuenta la naturaleza del 
crimen y el bien jurídico lesionado, la jurisdicción penal militar no es el fuero 
competente para investigar y, en su caso, juzgar y sancionar a los autores de 
violaciones de derechos humanos  sino que el procesamiento de los responsables 
corresponde siempre a la justicia ordinaria. En tal sentido, la Corte en múltiples 
ocasiones ha indicado que “[c]uando la justicia militar asume competencia sobre un 
asunto que debe conocer la justicia ordinaria, se ve afectado el derecho al juez 
natural y, a fortiori, el debido proceso”, el cual, a su vez, se encuentra íntimamente 
ligado al propio derecho de acceso a la justicia. El juez encargado del conocimiento 
de una causa debe ser competente, además de independiente e imparcial.
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274. En consecuencia, tomando en cuenta la jurisprudencia constante de este 
Tribunal (supra párrs. 272 y 273), debe concluirse que si los actos delictivos 
cometidos por una persona que ostente la calidad de militar en activo no afectan los 
bienes jurídicos de la esfera castrense, dicha persona debe ser siempre juzgada por 
tribunales ordinarios. En este sentido, frente a situaciones que vulneren derechos 
humanos de civiles bajo ninguna circunstancia puede operar la jurisdicción militar. 

275. La Corte destaca que cuando los tribunales militares conocen de actos 
constitutivos de violaciones a derechos humanos en contra de civiles ejercen 
jurisdicción no solamente respecto del imputado, el cual necesariamente debe ser 
una persona con estatus de militar en situación de actividad, sino también sobre la 
víctima civil, quien tiene derecho a participar en el proceso penal no sólo para 
efectos de la respectiva reparación del daño sino también para hacer efectivos sus 
derechos a la verdad y a la justicia (supra párr. 247). En tal sentido, las víctimas de 
violaciones a derechos humanos y sus familiares tienen derecho a que tales 
violaciones sean conocidas y resueltas por un tribunal competente, de 
conformidad con el debido proceso y el acceso a la justicia. La importancia del 
sujeto pasivo trasciende la esfera del ámbito militar, ya que se encuentran 
involucrados bienes jurídicos propios del régimen ordinario. 
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277. En el presente caso, no cabe duda que la detención y posterior desaparición 

forzada del señor Rosendo Radilla Pacheco, en las que participaron agentes militares 

(supra párr. 150), no guardan relación con la disciplina castrense. De dichas 

conductas han resultado afectados bienes jurídicos tales como la vida, la integridad 

personal, la libertad personal y el reconocimiento de la personalidad jurídica del 

señor Rosendo Radilla Pacheco. Además, en un Estado de Derecho, la comisión de 

actos tales como la desaparición forzada de personas en contra de civiles por parte 

de elementos de la fuerza militar nunca puede ser considerada como un medio 

legítimo y aceptable para el cumplimiento de la misión castrense. Es claro que tales 

conductas son abiertamente contrarias a los deberes de respeto y protección de los 

derechos humanos y, por lo tanto, están excluidas de la competencia de la 

jurisdicción militar. 

Corte IDH. Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215.

177. La violación sexual de una persona por parte de personal militar no guarda, en 

ningún caso, relación con la disciplina o la misión castrense. Por el contrario, el acto 

cometido por personal militar contra la señora Fernández Ortega afectó bienes 

jurídicos tutelados por el derecho penal interno y la Convención Americana como la 

integridad personal y la dignidad de la víctima. Es claro que tal conducta es 

abiertamente contraria a los deberes de respeto y protección de los derechos 

humanos y, por lo tanto, está excluida de la competencia de la jurisdicción militar. 



Tribunal competente: tribunales militares

Corte IDH. Caso Argüelles y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2014. Serie C No. 288.

156. Ahora bien, a diferencia de casos anteriores decididos por la Corte, no hay 
controversia en el presente caso de que los delitos tenían carácter militar. En ese 
sentido, de los hechos del caso se desprende que la jurisdicción militar fue utilizada 
para investigar a miembros activos de las Fuerzas Aéreas argentinas por delitos de 
defraudación y falsificación de documentación militar. Al respecto, además de la 
condición personal de militares activos de las presuntas víctimas, el interés de la 
justicia penal militar en el caso recaía sobre la protección de bienes jurídicos de 
carácter castrense, y se encontraba fundamentada en el CJM como ley previa, de 
manera que la competencia atribuida al Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas no 
fue contraria a la Convención.  
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Corte IDH. Caso Cruz Sánchez y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de abril de 2015. Serie C No. 292. 

400.   La  Corte tiene presente que,  a  diferencia de  los  casos previos de  los  que  
ha  tenido oportunidad de conocer en los que se debatía sobre la competencia de 
la jurisdicción militar para la investigación, juzgamiento y sanción de violaciones de 
derechos humanos cometidas por militares, en el presente caso las presuntas 
víctimas no son civiles, sino integrantes de un grupo armado, quienes participaron 
en las hostilidades en el marco de una operación de rescate de rehenes. La Corte 
no considera, sin embargo, que este elemento sea determinante para apartarse de 
su jurisprudencia ya que lo relevante es que las alegaciones se presentan respecto 
de personas presuntamente hors de combat que serían acreedoras de las garantías 
estipuladas en el artículo 3 común  a  los  cuatro  Convenios  de  Ginebra.  En  
efecto,  los  hechos  relativos  a  las  presuntas ejecuciones extrajudiciales que fueron 
denunciadas a fines del año 2000 y principio del año 2001 se habrían producido tal 
como se alega tras que los miembros del MRTA, presuntas víctimas de este caso, 
hubieran sido capturados o puestos hors de combat, lo que hubiera convertido a 
estas alegadas ejecuciones, de haberse comprobado, en serias violaciones de 
derechos humanos de cuya investigación, juzgamiento y sanción debiera haber 
conocido en exclusiva la jurisdicción ordinaria.
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Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209. 

Artículo IX Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas

Los presuntos responsables de los hechos constitutivos del delito de desaparición 
forzada de personas sólo podrán ser juzgados por las jurisdicciones de derecho común 
competentes en cada Estado, con exclusión de toda jurisdicción especial, en particular 
la militar.

Los hechos constitutivos de la desaparición forzada no podrán considerarse como 
cometidos en el ejercicio de las funciones militares.

306. La Corte observa que la reserva del Estado fue presentada en los siguientes 
términos:

El Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos al ratificar la Convención Interamericana 
sobre Desaparición Forzada de Personas, adoptada en la Ciudad de Belem, Brasil el 9 de 
junio de 1994, formula reserva expresa al Artículo IX, toda vez que la Constitución 
Política reconoce el fuero de guerra, cuando el militar haya cometido algún ilícito 
encontrándose en servicio. El fuero de guerra no constituye jurisdicción especial en el 
sentido de la Convención, toda vez que conforme al artículo 14 de la Constitución 
mexicana nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, 
posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente 
establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y 
conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho.
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307. En cuanto a su compatibilidad con el objeto y fin del tratado, el Tribunal advierte 
que, a través de la reserva, México establece que el fuero de guerra es competente para 
conocer de un caso de desaparición forzada si el delito es cometido por un militar en 
servicio. Esto implica referirse a un fuero que para ser aplicado requiere de una 
calificación personal, no material. No se manifiesta que sea necesario un análisis de 
los intereses jurídicos detrás del ilícito, ni se toma como punto de referencia la 
disciplina militar o cualquier otro objetivo jurídico castrense. Asimismo, al añadir una 
reserva al artículo IX de la CIDFP, el Estado mexicano está estableciendo una regla 
general sobre la competencia de la jurisdicción penal militar. Como esta Corte ha 
mencionado  la justicia militar es una de carácter excepcional que necesariamente 
requiere justificación en el caso concreto (supra párr. 272). 

309. Uno de los derechos protegidos en la CIDFP, encaminado a lograr la efectiva 
sanción de los autores del delito de desaparición forzada, es el del juez natural, 
indisolublemente ligado al derecho al debido proceso y al de acceso a la justicia, 
reconocidos en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana (supra párr. 273), 
derechos, por demás, inderogables. Así, el artículo IX de la CIDFP, más allá de una regla 
de competencia, reconoce el derecho al juez natural. Efectivamente, a través de esta 
disposición, los Estados Partes en la CIDFP se comprometen a respetar el derecho a un 
juez competente para conocer de la causa penal en torno al delito de desaparición 
forzada, que es el juez común, ya que, como se dijo, el bien jurídico protegido trasciende 
los intereses militares (supra párr. 275). 
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311. Tal como ha sido formulada, la reserva al artículo IX de la CIDFP implica el 
desconocimiento del derecho humano al juez natural en la debida investigación y 
eventual sanción de los responsables de la comisión de desaparición forzada de 
personas. La necesidad de asegurar que este tipo de casos sean investigados ante las 
instancias competentes de conformidad con las obligaciones internacionales, 
trasciende los intereses de los Estados. La erradicación de la impunidad de las 
violaciones graves de derechos humanos , como la ocurrida en el presente caso, cuenta 
con una garantía colectiva, reflejada en el claro y creciente interés de toda la sociedad 
y de todo Estado democrático de Derecho en fortalecer los mecanismos 
internacionales de protección en esta materia. La Corte estima que el derecho al juez 
natural, reconocido en el artículo IX de esta Convención, es indispensable para la 
consecución de los fines propuestos en la misma.

312. Teniendo en cuenta todo lo anterior, este Tribunal considera que la reserva 
formulada por México no satisface el primer requisito establecido en el artículo XIX 
de la CIDFP, por lo que, en consecuencia, debe ser considerada inválida. En este 
sentido, resulta evidente que la aplicación de la jurisdicción militar en el presente caso, 
por la cual el Estado extendió la competencia del fuero castrense a hechos que no 
tienen estricta conexión con la disciplina militar o con bienes jurídicos propios del 
ámbito castrense, es contraria a la disposición contenida en el artículo IX del tratado de 
referencia, a la cual México está claramente obligado.
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Corte    IDH.    Caso    Reverón    Trujillo    Vs.    Venezuela.    Excepción    Preliminar,    Fondo,    
Reparaciones    y    Costas.    Sentencia    de    30    de    junio    de 2009.    Serie    C    No.    
197

Principios     básicos     de     las     Naciones     Unidas     relativos     a     la     independencia     
de     la     judicatura 
https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/independencejudiciary.aspx

70. Conforme    a    la    jurisprudencia    de    esta    Corte    y    de    la    Corte    
Europea,    así    como    de    conformidad    con    los     Principios     básicos     de     las     
Naciones     Unidas     relativos     a     la     independencia     de     la     judicatura     (en    
adelante    “Principios    Básicos”),    las    siguientes    garantías    se    derivan    de    la    
independencia    judicial:    un    adecuado     proceso     de     nombramiento,     la     
inamovilidad     en     el     cargo     y     la     garantía     contra     presiones    externas. 

i) Adecuado proceso de nombramiento

71. Los Principios Básicos destacan como elementos preponderantes en materia de 
nombramiento de jueces la integridad, idoneidad y formación o calificaciones 
jurídicas apropiadas . Del mismo modo, las Recomendaciones del Consejo de Europa 
evocan un criterio marco de utilidad en este análisis al disponer que todas las 
decisiones relacionadas con la carrera profesional de los jueces deben estar basadas 
en criterios objetivos, siendo el mérito personal del juez, su calificación, integridad, 
capacidad y eficiencia los elementos preponderantes a considerar. Esta Corte ha 
destacado con anterioridad que los diferentes sistemas políticos han ideado 
procedimientos estrictos tanto para el nombramiento de jueces como para su 
destitución.
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73. Los procedimientos de nombramiento tampoco pueden involucrar privilegios o 
ventajas irrazonables. La igualdad de oportunidades se garantiza a través de una libre 
concurrencia, de tal forma que todos los ciudadanos que acrediten los requisitos 
determinados en la ley deben poder participar en los procesos de selección sin ser 
objeto de tratos desiguales arbitrarios

74. Finalmente, cuando los Estados establezcan procedimientos para el 
nombramiento de sus jueces, debe tenerse en cuenta que no cualquier 
procedimiento satisface las condiciones que exige la Convención para la 
implementación adecuada de un verdadero régimen independiente. Si no se 
respetan parámetros básicos de objetividad y razonabilidad, resultaría posible 
diseñar un régimen que permita un alto grado de discrecionalidad en la selección 
del personal judicial de carrera, en virtud de lo cual las personas escogidas no 
serían, necesariamente, las más idóneas.
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ii) inamobilidad

75. Los Principios Básicos establecen que “[l]a ley garantizará la permanencia en el 
cargo de los jueces por los períodos establecidos”  y que “[s]e garantizará la 
inamovilidad de los jueces, tanto de los nombrados mediante decisión 
administrativa como de los elegidos, hasta que cumplan la edad para la jubilación 
forzosa o expire el período para el que hayan sido nombrados o elegidos, cuando 
existan normas al respecto” . 

76. Por otra parte, los Principios Básicos también establecen que “[e]l sistema de 
ascenso de los jueces, cuando exista, se basará en factores objetivos, 
especialmente en la capacidad profesional, la integridad y la experiencia” .

77. Finalmente, los Principios Básicos establecen que los jueces “sólo podrán ser 
suspendidos o separados de sus cargos por incapacidad o comportamiento que los 
inhabilite para seguir desempeñando sus funciones” y que “[t]odo procedimiento 
para la adopción de medidas disciplinarias, la suspensión o la separación del cargo 
se resolverá de acuerdo con las normas establecidas de comportamiento judicial” . 
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78. Este Tribunal ha acogido estos principios y ha afirmado que la autoridad a cargo 
del proceso de destitución de un juez debe conducirse independiente e 
imparcialmente en el procedimiento establecido para el efecto y permitir el ejercicio 
del derecho de defensa . Ello es así toda vez que la libre remoción de jueces fomenta 
la duda objetiva del observador sobre la posibilidad efectiva de aquellos de decidir 
controversias concretas sin temor a represalias

79. De todo esto se puede concluir que la inamovilidad es una garantía de la 
independencia judicial que a su vez está compuesta por las siguientes garantías: 
permanencia en el cargo, un proceso de ascensos adecuado y no despido 
injustificado o libre remoción. Quiere decir esto que si el Estado incumple una de 
estas garantías, afecta la inamovilidad y, por tanto, no está cumpliendo con su 
obligación de garantizar la independencia judicial.

iii) Garantías contra presiones externas

80. Los Principios Básicos disponen que los jueces resolverán los asuntos que 
conozcan “basándose en los hechos y en consonancia con el derecho, sin restricción 
alguna y sin influencias, alicientes, presiones, amenazas o intromisiones indebidas, 
sean directas o indirectas, de cualesquiera sectores o por cualquier motivo” . 
Asimismo, dichos principios establecen que la judicatura “tendrá autoridad exclusiva 
para decidir si una cuestión que le haya sido sometida está dentro de la competencia 
que le haya atribuido la ley”  y que “[n]o se efectuarán intromisiones indebidas o 
injustificadas en el proceso judicial” .
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Esta garantía requiere que los jueces estén libres de presiones indebidas desde afuera
del Poder Judicial, pero también desde adentro (por ejemplo de pares o de los 
presidentes de los tribunales u otros jueces con responsabilidades administrativas).

Corte IDH. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso 
Administrativo”) Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182. 

55. Al respecto, la Corte resalta que si bien es cierto que la independencia y la 
imparcialidad están relacionadas , también es cierto que tienen un contenido 
jurídico propio. Así, esta Corte ha dicho que uno de los objetivos principales que tiene 
la separación de los poderes públicos es la garantía de la independencia de los jueces . 
Dicho ejercicio autónomo debe ser garantizado por el Estado tanto en su faceta 
institucional, esto es, en relación con el Poder Judicial como sistema, así como 
también en conexión con su vertiente individual, es decir, con relación a la persona del 
juez específico. El objetivo de la protección radica en evitar que el sistema judicial en 
general y sus integrantes en particular se vean sometidos a posibles restricciones 
indebidas en el ejercicio de su función por parte de órganos ajenos al Poder Judicial 
o incluso por parte de aquellos magistrados que ejercen funciones de revisión o 
apelación.
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Corte IDH. Caso de la Corte Suprema de Justicia (Quintana Coello y otros) Vs. 
Ecuador. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de 
agosto de 2013. Serie C No. 266.

147. Ahora bien, la garantía de estabilidad de los jueces en el cargo no es absoluta. 
El derecho internacional de los derechos humanos admite que los jueces sean 
destituidos por conductas claramente reprochables. En su Observación General No. 
32, el Comité de Derechos Humanos estableció que los jueces podrán ser destituidos 
únicamente por razones graves de mala conducta o incompetencia . Asimismo, los 
Principios Básicos precisan lo siguiente sobre medidas disciplinarias, suspensión y 
separación del cargo:

“17.Toda acusación o queja formulada contra un juez por su actuación judicial y 
profesional se tramitará con prontitud e imparcialidad con arreglo al procedimiento 
pertinente. El juez tendrá derecho a ser oído imparcialmente. En esa etapa inicial, el 
examen de la cuestión será confidencial, a menos que el juez solicite lo contrario. 

18. Los jueces sólo podrán ser suspendidos o separados de sus cargos por 
incapacidad o comportamiento que los inhabilite para seguir desempeñando sus 
funciones” .

148. Por otro lado, otros estándares diferencian entre las sanciones aplicables. Se 
insiste en que la garantía de inamovilidad implica que la destitución obedezca a 
conductas bastante graves, mientras que otras sanciones pueden contemplarse 
ante eventos como negligencia o impericia….
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Caso    López    Lone y    otros    Vs.    Honduras.    Excepción    Preliminar,    Fondo,    
Reparaciones    y    Costas.    Sentencia    de    5    de    octubre    de    2015.    Serie    
C    No.    302

194. La    Corte    ha    señalado    que    el    ejercicio    autónomo    de    la    función    
judicial    debe    ser    garantizado    por    el    Estado    tanto    en    su    faceta    
institucional,    esto    es,    en    relación    con    el    Poder    Judicial    como    
sistema,    así    como    también    en    conexión    con    su    vertiente    individual,    
es    decir,    con    relación    a    la    persona    del    juez    específico.  El    Tribunal    
estima    pertinente    precisar    que    la    dimensión    institucional    se    relaciona    
con    aspectos    esenciales    para    el    Estado    de    Derecho,    tales    como    el    
principio    de    separación    de    poderes    y    el    importante     rol     que     cumple     
la     función     judicial     en     una     democracia.     Por     ello,     esta     dimensión    
institucional    trasciende    la    figura    del    juez    e    impacta    colectivamente    en    
toda    la    sociedad.    Asimismo,    existe    una    relación    directa    entre    la    
dimensión    institucional    de    la    independencia    judicial    y    el    derecho    de    
los    jueces    a    acceder    y    permanecer    en    sus    cargos    en    condiciones    
generales    de    igualdad,    como    expresión    de    su    garantía    de    estabilidad 
.
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Corte IDH. Caso Colindres Schonenberg Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 4 de febrero de 2019. Serie C No. 373. 

68. De acuerdo a la jurisprudencia de esta Corte, en procedimientos llevados a 
jueces, el alcance  de  las  garantías  judiciales  y  de  la  protección  judicial  efectiva  
para  los  jueces  debe ser  analizado  en  relación  con  los  estándares  sobre  
independencia  judicial.  La  Corte  ha precisado  que los  jueces cuentan  con  
garantías  específicas  debido  a  la  independencia necesaria del Poder Judicial, lo 
cual la Corte ha entendido como “esencial para el ejercicio de la  función  judicial”. 
De  la  independencia  judicial  derivan  las siguientes  garantías:  un adecuado  
proceso  de  nombramiento,  la  inamovilidad  en  el  cargo  y  la  garantía  contra 
presiones externas. 

69.Específicamente  respecto  a  la garantía  de  estabilidad  e  inamovilidad  de  
jueces  y juezas,  esta  Corte  ha  establecido que implica que:  (i) la separación  del  
cargo  obedezca exclusivamente a las causales permitidas, ya sea por medio de un 
proceso que cumpla con las garantías judiciales o porque se ha cumplido el término 
o período de su mandato; (ii) los jueces y juezas solo pueden ser destituidos por 
faltas de disciplina graves o incompetencia, y(iii) todo proceso seguido en contra de 
jueces o juezas deberá resolverse de acuerdo con las  normas  de  comportamiento  
judicial  establecidas  y  mediante  procedimientos  justos  que aseguren la 
objetividad e imparcialidad según la Constitución o la ley.



Tribunal imparcial

Corte IDH. Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de julio de 2004. Serie C No. 107. 

169. Los representantes de las presuntas víctimas alegaron que en el presente caso el 
Estado violó el derecho a ser oído por un juez o tribunal imparcial.  En relación con el 
derecho protegido en el artículo 8.1 de la Convención, la Corte ha expresado que toda 
persona sujeta a un juicio de cualquier naturaleza ante un órgano del Estado deberá 
contar con la garantía de que dicho órgano sea imparcial y actúe en los términos del 
procedimiento legalmente previsto para el conocimiento y la resolución del caso que se le 
somete . 

170. La Corte Europea ha señalado que la imparcialidad tiene aspectos tanto subjetivos 
como objetivos, a saber: 

Primero, el tribunal debe carecer, de una manera subjetiva, de prejuicio personal.  
Segundo, también debe ser imparcial desde un punto de vista objetivo, es decir, debe 
ofrecer garantías suficientes para que no haya duda legítima al respecto. Bajo el análisis 
objetivo, se debe determinar si, aparte del comportamiento personal de los jueces, hay 
hechos averiguables que podrán suscitar dudas respecto de su imparcialidad.  En este 
sentido, hasta las apariencias podrán tener cierta importancia.  Lo que está en juego es la 
confianza que deben inspirar los tribunales a los ciudadanos en una sociedad democrática 
y, sobre todo, en las partes del caso .

171. La Corte considera que el derecho a ser juzgado por un juez o tribunal imparcial es 
una garantía fundamental del debido proceso. Es decir, se debe garantizar que el juez o 
tribunal en el ejercicio de su función como juzgador cuente con la mayor objetividad para 
enfrentar el juicio.  Esto permite a su vez, que los tribunales inspiren la confianza 
necesaria a las partes en el caso, así como a los ciudadanos en una sociedad democrática.
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Corte IDH. Caso Lori Berenson Mejía Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de noviembre de 2004. Serie C No. 119. 

146. En virtud de lo anterior, la Corte entiende que los tribunales militares que 
juzgaron a la presunta víctima por traición a la patria no satisfacen los 
requerimientos inherentes a las garantías de independencia e imparcialidad 
establecidas por el artículo 8.1 de la Convención Americana, como elementos 
esenciales del debido proceso legal.

147. Además, la circunstancia de que los jueces intervinientes en procesos por 
delitos de  traición a la patria hubieran sido “sin rostro”, determinó la 
imposibilidad de que el procesado conociera la identidad del juzgador y, por 
ende, valorara su idoneidad.  Esta situación se agrava por el hecho de que la ley 
prohíbe la recusación de dichos jueces .
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Corte IDH. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso 
Administrativo”) Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182. 

56. En cambio, la imparcialidad exige que el juez que interviene en una contienda 
particular se aproxime a los hechos de la causa careciendo, de manera subjetiva, de 
todo prejuicio y, asimismo, ofreciendo garantías suficientes de índole objetiva que 
permitan desterrar toda duda que el justiciable o la comunidad puedan albergar 
respecto de la ausencia de imparcialidad. La Corte Europea de Derechos Humanos 
ha explicado que la imparcialidad personal o subjetiva se presume a menos que 
exista prueba en contrario. Por su parte, la denominada prueba objetiva consiste en 
determinar si el juez cuestionado brindó elementos convincentes que permitan 
eliminar temores legítimos o fundadas sospechas de parcialidad sobre su persona . 
Ello puesto que el juez debe aparecer como actuando sin estar sujeto a influencia, 
aliciente, presión, amenaza o intromisión, directa o indirecta , sino única y 
exclusivamente conforme a -y movido por- el Derecho.
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63. Al respecto, el Tribunal considera que la institución de la recusación tiene un 
doble fin: por un lado actúa como una garantía para las partes en el proceso, y por 
el otro, busca otorgar credibilidad a la función que desarrolla la Jurisdicción. En 
efecto, la recusación otorga el derecho a las partes de instar a la separación de un 
juez cuando, más allá de la conducta personal del juez cuestionado, existen hechos 
demostrables o elementos convincentes que produzcan temores fundados o 
sospechas legítimas de parcialidad sobre su persona, impidiéndose de este modo 
que su decisión sea vista como motivada por razones ajenas al Derecho y que, por 
ende, el funcionamiento del sistema judicial se vea distorsionado. La recusación no 
debe ser vista necesariamente como un enjuiciamiento de la rectitud moral del 
funcionario recusado, sino más bien como una herramienta que brinda confianza a 
quienes acuden al Estado solicitando la intervención de órganos que deben ser y 
aparentar ser imparciales.
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Corte IDH. Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, Miembros y Activista del 
Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 29 de mayo de 2014. Serie C No. 279.

208…La Corte ha destacado que la imparcialidad personal se presume a menos 
que exista prueba en contrario, consistente por ejemplo en la demostración de 
que algún miembro de un tribunal o juez guarda prejuicios o parcialidades de 
índole personal contra los litigantes. El juez debe aparecer como actuando sin 
estar sujeto a influencia, aliciente, presión, amenaza o intromisión, directa o 
indirecta, sino única y exclusivamente conforme a –y movido por- el Derecho .

209. También ha determinado la Corte que “una violación del artículo 8.1 por 
la presunta falta de imparcialidad judicial de los jueces debe establecerse a 
partir de elementos probatorios específicos y concretos que indiquen que se 
está efectivamente ante un caso en el que los jueces claramente se han dejado 
influenciar por aspectos o criterios ajenos a las normas legales” .
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212. Comenzando por este último punto, la Corte entiende que es preciso distinguir 
las actitudes que una parte importante de los medios de comunicación difunden 
acerca de las manifestaciones de reivindicación del pueblo mapuche (supra párr. 
93), así como las formas de actuación del Ministerio del Interior y Seguridad 
Pública y del Ministerio Público  -al determinar cuáles son los casos en que invocan 
la aplicación de la Ley Antiterrorista- y la argumentación en que se fundan, de la 
decisión que en definitiva han adoptado los tribunales chilenos al respecto. La 
Corte debe centrar su atención en las decisiones judiciales, sin dejar de considerar la 
posibilidad de que la forma en que los medios de comunicación presenten el llamado 
“conflicto mapuche”, o las presentaciones del Ministerio Público, hayan influido 
indebidamente en tales decisiones.
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223. Puede haber una aplicación discriminatoria de la ley penal si el juez o tribunal 
condena a una persona basándose en un razonamiento fundado en estereotipos 
negativos que asocien a un grupo étnico con el terrorismo para determinar alguno 
de los elementos de la responsabilidad penal. Incumbe al juez penal verificar que 
todos los elementos del tipo penal hayan sido probados por la parte acusadora, 
puesto que, como ha expresado esta Corte, la demostración fehaciente de la 
culpabilidad constituye un requisito indispensable para la sanción penal, de modo 
que la carga de la prueba recaiga, como corresponde, en la parte acusadora y no en 
el acusado.

228. La Corte considera que la sola utilización de esos razonamientos que denotan 
estereotipos y prejuicios en la fundamentación de las sentencias configuraron una 
violación del principio de igualdad y no discriminación y el derecho a la igual 
protección de la ley, consagrados en el artículo 24 de la Convención Americana, en 
relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento. 

229… La alegada violación del artículo 8.1 debe considerarse subsumida en la ya 
declarada violación de los artículos 9 y 8.2. En consecuencia, la Corte considera que 
no es necesario pronunciarse a su respecto.



Garantías específicas de procesos penales o 
sancionatorios (Artículo 8.2)

2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su 
inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad.  Durante el 
proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes 
garantías mínimas:

a) derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o 
intérprete, si no comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal;

b) comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada;

c) concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la 
preparación de su defensa;

d) derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por 
un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su 
defensor;



Garantías específicas de procesos penales o 
sancionatorios (Artículo 8.2)

e) derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el 
Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se 
defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por la 
ley;

f) derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de 
obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que 
puedan arrojar luz sobre los hechos;

g) derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable, y

h) derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior.

3. La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de 
ninguna naturaleza.

4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a nuevo 
juicio por los mismos hechos.

5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para preservar 
los intereses de la justicia. 



Funciones    de    la    Corte    IDH    en    relación    al    
control    de    las    garantías    del    proceso    penal

Corte     IDH.     Caso     La     Cantuta     Vs.     Perú.     Fondo,     Reparaciones     y     
Costas.     Sentencia     de     29     de    noviembre    de    2006.    Serie    C    No.    162.

156.     Al     respecto,     resulta     oportuno     recordar     que     la     Corte     no     es     
un     tribunal     penal     en     el     que    corresponda     determinar     la     
responsabilidad     de     individuos     particulares     por     actos     criminales.     La    
responsabilidad    internacional    de    los    Estados    se    genera    en    forma    
inmediata    con    el    ilícito    internacional    atribuido    al    Estado    y,    para    
establecer    que    se ha    producido    una    violación    de    los    derechos    
consagrados    en    la    misma,    no    se    requiere    determinar,    como    ocurre    en    
el    derecho    penal    interno,    la    culpabilidad    de    sus    autores    o    su    
intencionalidad    y    tampoco    es    preciso    identificar    individualmente    a    los    
agentes    a    los    cuales    se    atribuyen    los    hechos    violatorios.  Es    en    ese    
marco    que    la    Corte    efectúa    la    determinación    de    responsabilidad     
internacional     del     Estado     en     este     caso,     la     que     no     corresponde     
condicionar     a    estructuras    propias    y    específicas    del    derecho    penal,    
interno    o internacional,    definitorias    de    criterios    de    imputabilidad    o    
responsabilidades    penales    individuales;    tampoco    es    necesario    definir    los    
ámbitos    de    competencia    y    jerarquía    o    subordinación    de    cada    agente    
estatal    involucrado    en    los    hechos. 



Relación con la noción de cuarta instancia

Corte IDH. Caso Moya Solís v. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 3 de junio de 2021. Serie C No. 425.

28. Esta Corte ha señalado que la determinación sobre si las actuaciones de órganos 
judiciales constituyen una violación de las obligaciones internacionales del Estado, 
puede conducir a que deba ocuparse de examinar los respectivos procesos 
internos, para establecer su compatibilidad con la Convención Americana. Por lo 
anterior, al analizar la compatibilidad de los procesos internos con la Convención 
Americana, la Corte solo es competente para decidir sobre el contenido de 
resoluciones judiciales que la contravengan de forma manifiestamente arbitraria. En 
consecuencia, este Tribunal no es una cuarta instancia de revisión judicial, en la 
medida de que examina la conformidad de las decisiones judiciales internas con la 
Convención Americana y no de acuerdo al derecho interno.

29. En el caso concreto se advierte que la Comisión y la presunta víctima alegan la 
vulneración a distintos derechos consagrados en la Convención Americana, en el 
marco de las decisiones tomadas por las autoridades nacionales, tanto en sede 
administrativa como judicial. En consecuencia, con el fin de determinar si dichas 
violaciones efectivamente ocurrieron, se hace imprescindible analizar, por una 
parte, las resoluciones dictadas por las distintas autoridades administrativas y 
jurisdiccionales, y por la otra, su compatibilidad con las obligaciones 
internacionales del Estado, lo que, a la postre, configura una cuestión de fondo que 
no puede dirimirse por vía de una excepción preliminar. En consecuencia, la Corte 
declara sin lugar la excepción preliminar presentada por el Estado. 



Procesos sancionatorios como procesos
penales
Corte IDH. Caso Petro Urrego Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de julio de 2020. Serie C No. 406. 

120. …Particularmente, en el caso Maldonado Ordoñez Vs. Guatemala, la Corte 
destacó que “el derecho disciplinario forma parte del derecho sancionador [...] en 
la medida en que está compuesto por un conjunto de normas que permiten 
imponer sanciones a los destinatarios que realicen una conducta definida como 
falta disciplinaria”, por lo que “se acerca a las previsiones del derecho penal” y, en 
razón de su “naturaleza sancionatoria”, las garantías procesales de este “son 
aplicables mutatis mutandis al derecho disciplinario” . 

121. Tomando en cuenta lo anterior, respecto de la destitución por vía 
administrativa de funcionarios públicos, la Corte ha señalado que, por su 
naturaleza sancionatoria y debido a que implica una determinación de derechos, 
las garantías procesales contempladas en el artículo 8 de la Convención Americana 
hacen parte del elenco de garantías mínimas que deben ser respetadas para 
adoptar una decisión no arbitraria y ajustada al debido proceso . En atención a ello, 
el Tribunal analizará si el proceso administrativo seguido por la Sala Disciplinaria de la 
Procuraduría General contra el señor Petro cumplió con las garantías del debido 
proceso establecidas en el artículo 8 de la Convención. 



Corte IDH. Caso Moya Solís v. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 3 de junio de 2021. Serie C No. 425.

68. Por su parte, el artículo 8.2 de la Convención establece las garantías mínimas que deben ser 
aseguradas por los Estados en función del debido proceso legal. La Corte se ha pronunciado en 
su jurisprudencia sobre el alcance de este artículo y ha establecido que no se limita a procesos 
penales, sino que lo ha extendido, en lo pertinente, a procesos administrativos seguidos ante 
autoridades estatales y a procesos judiciales de carácter no penal en el ámbito constitucional, 
administrativo y laboral. Asimismo, ha indicado que, tanto en estas como en otro tipo de 
materias, “el individuo tiene también derecho, en general, al debido proceso que se aplica en 
materia penal”. Esto indica que las garantías del artículo 8.2 de la Convención no son exclusivas 
de los procesos penales, sino que pueden ser aplicadas a procesos de carácter sancionatorio. 
Lo que corresponde en cada caso es determinar las garantías mínimas que conciernen a un 
determinado proceso sancionatorio no penal, según su naturaleza y alcance. 

69. Ahora bien, este caso se refiere a un proceso de ratificación de una funcionaria judicial. Ese 
proceso consistía en la evaluación del desempeño de la presunta víctima, con el objeto de 
establecer si era ratificada en su cargo o separada del mismo. El Estado alegó que los procesos 
de evaluación tienen diferencias con los procesos disciplinarios, pues los primeros buscan 
evaluar al funcionario cada cierto tiempo, mientras que los segundos buscan establecer si se 
cometió una infracción administrativa. No obstante, ambos procesos tienen como finalidad 
evaluar la conducta e idoneidad de un funcionario, sea periódicamente o como resultado de la 
presunta comisión de una falta. Además, cuando un proceso de evaluación concluye que la 
calificación del desempeño de un funcionario o funcionaria no fue satisfactoria y debe, por 
ello, ser separado de su cargo, se convierte en un proceso materialmente sancionatorio, pues 
la desvinculación de la persona evaluada es una sanción a su bajo desempeño.



70. En ese sentido, a juicio de la Corte, a un proceso de evaluación o ratificación, en tanto
involucra la posibilidad de destitución de los funcionarios evaluados en casos de incompetencia o
bajo rendimiento, le son aplicables las garantías del debido proceso propias de los procesos
disciplinarios, aunque su alcance pueda ser de diferente contenido o intensidad. En este caso, la
Comisión y la presunta víctima alegaron la violación del artículo 8.2 literales b y c, esto es, del
derecho a conocer previa y detalladamente la acusación formulada y del derecho a contar con el
tiempo y los medios adecuados para la defensa, garantías que, a juicio de la Corte, son aplicables
al caso concreto, aunque su alcance debe ser precisado en función de las características propias
de los procesos de evaluación o ratificación. 



Presunción de inocencia
Regla de trato

Corte    IDH.    Caso    Lori    Berenson    Mejía    Vs.    Perú.    Fondo,    Reparaciones    y    
Costas.    Sentencia    de    25    de    noviembre    de    2004.    Serie    C    No.    119

158. Durante    el    proceso    militar,    la    señora    Lori    Berenson    fue    exhibida    por    
la    DINCOTE    ante    los    medios    de    comunicación    como    autora    del    delito    de    
traición    a    la    patria,    cuando    aún    no    había    sido    legalmente    procesada    y    
condenada    (suprapárr.88.28).

159. La    Corte    Europea    ha    señalado    que el    derecho    a    la]    presunción    de    
inocencia    puede    ser    violado    no    sólo    por    un    juez    o    una    Corte    sino 
también    por    otra    autoridad    pública.    [...][el]     artículo     6     párrafo     2     [de     la     
Convención     Europea]     no     puede     impedir     a     las    autoridades    informar    al    
público    acerca    de    las    investigaciones    criminales    en    proceso,    pero    lo    
anterior    requiere    que    lo    hagan    con    toda    la    discreción    y    la    cautela    
necesarias    para    que    [el    derecho    a]    la    presunción    de    inocencia    sea    
respetado.

160. El   derecho     a     la     presunción     de     inocencia,     tal     y     como     se     
desprende     del     artículo     8.2     de     la    Convención,    exige    que    el    Estado    no    
condene    informalmente    a    una    persona    o    emita    juicio    ante    la    sociedad,    
contribuyendo    así    a    formar    una    opinión    pública,    mientras    no    se    acredite    
conforme    a    la    ley    la    responsabilidad    penal    de    aquella. 



Presunción de inocencia

Como    regla    de    juicio    y    prueba

Corte    IDH.    Caso    Zegarra    Marín    Vs.    Perú.    Excepciones    Preliminares,    Fondo,    Reparaciones    
y    Costas.    Sentencia    de    15    de    febrero    de    2017.    Serie    C    No.    331

122. En    relación    con    lo    anterior,    el    principio    de    presunción    de    inocencia    requiere    que    
nadie    sea    condenado    salvo    la    existencia    de    prueba    plena    o    más    allá    de    toda    duda    
razonable    de    su    culpabilidad,    tras    un    proceso    sustanciado    de    acuerdo    a    las    debidas    
garantías.    Por    lo    que    si    “obra    contra    ella    prueba    incompleta    o    insuficiente,    no    es    
procedente    condenarla,    sino    absolverla”.    Debe    recordarse    que    “[l]a    falta    de    prueba    
plena    de    la    responsabilidad    en    una    sentencia    condenatoria    constituye    una    violación    al    
principio    de    presunción    de    inocencia”.    En    este    sentido,    cualquier    duda    debe    ser    
usada    en    beneficio    del    acusado.

123. Este     estado     jurídico     de     inocencia     se     proyecta     en     diversas     obligaciones     que     
orientan     el    desarrollo    de    todo    el    proceso    penal.    Así,    la    demostración    fehaciente    de    
la    culpabilidad    constituye    un    requisito    indispensable    para    la    sanción    penal,    de    modo    
que    la    carga de    la    prueba    recae    en    la    parte    acusadora.   Es    más,    el    principio    de    
presunción    de    inocencia    implica    que    los    juzgadores    no    inicien    el    proceso    con    una    
idea    preconcebida    de    que    el    acusado    ha    cometido    el    delito    que    se    le    imputa.    

124. En    este    sentido,    la    Corte    estima    que    la    presunción    de    inocencia    exige    que    el    
acusador    deba    demostrar     que     el     ilícito     penal     es     atribuible     a     la     persona     
imputada,     es     decir,     que     ha     participado    culpablemente en    su    comisión    y    que    las    
autoridades    judiciales    deban    fallar    [con    un    criterio]más    allá    de    toda    duda    razonable    
para    declarar    la    responsabilidad    penal    individual    del    imputado,    incluyendo    determinados    
aspectos    fácticos    relativos    a    la    culpabilidad    del    imputado. 



Presunción de inocencia

Corte IDH. Caso Ruano Torres y otros Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 5 de octubre de 2015. Serie C No. 303. 

126. El artículo 8.2 de la Convención dispone que “[t]oda persona inculpada de 
delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca 
legalmente su culpabilidad”. Por ello, la Corte ha señalado que el principio de 
presunción de inocencia constituye un fundamento de las garantías judiciales . La 
presunción de inocencia implica que el imputado goza de un estado jurídico de 
inocencia o no culpabilidad mientras se resuelve acerca de su responsabilidad 
penal, de modo tal que debe recibir del Estado un trato acorde con su condición de 
persona no condenada. En relación con lo anterior, el principio de presunción de 
inocencia requiere que nadie sea condenado salvo la existencia de prueba plena o 
más allá de toda duda razonable de su culpabilidad , tras un proceso sustanciado 
de acuerdo a las debidas garantías.



Presunción de inocencia
127. Este estado jurídico de inocencia se proyecta en diversas obligaciones que orientan 
el desarrollo de todo el proceso penal. Así, la demostración fehaciente de la 
culpabilidad constituye un requisito indispensable para la sanción penal, de modo que 
la carga de la prueba recae en la parte acusadora y no en el acusado . En este sentido, 
el acusado no debe demostrar que no ha cometido el delito que se le atribuye, ya que el 
onus probandi corresponde a quien acusa  y cualquier duda debe ser usada en beneficio 
del acusado. Por otro lado, el principio de presunción de inocencia implica que los 
juzgadores no inicien el proceso con una idea preconcebida de que el acusado ha 
cometido el delito que se le imputa. A su vez, exige que el Estado no condene 
informalmente a una persona o emita juicio ante la sociedad, contribuyendo así a 
formar una opinión pública, mientras no se acredite conforme a la ley la 
responsabilidad penal de aquella parte acusadora y no en el acusado. 

128. En este sentido, la Corte estima que la presunción de inocencia exige que el 
acusador deba demostrar que el ilícito penal es atribuible a la persona imputada, es 
decir, que ha participado culpablemente en su comisión y que las autoridades judiciales 
deban fallar con la certeza más allá de toda duda razonable para declarar la 
responsabilidad penal individual del imputado, incluyendo determinados aspectos 
fácticos relativos a la culpabilidad del imputado.



Presunción de inocencia
129. En el presente caso, las determinaciones de la Comisión en relación con la 
presunción de inocencia se remiten a dos ámbitos interrelacionados 
amparados bajo este derecho que se refieren al nivel de certeza requerido 
como presupuesto de la legitimidad de una condena. Por un lado, respecto a 
la individualización e identificación de una persona antes de vincularla a una 
investigación y proceso penal. La otra cuestión se relaciona con el onus
probandi y la prueba con base en la cual se impuso la condena en el presente 
caso.

130. Sobre el primer aspecto, la Comisión determinó en su informe de fondo 
que existen múltiples elementos que, desde la investigación inicial y a lo largo 
del procedimiento, generan dudas sobre la identidad de José Agapito Ruano 
Torres como El Chopo. No obstante, el señor Ruano Torres fue condenado sin 
que las autoridades policiales, de investigación y judiciales, adoptaran medidas 
mínimas para responder a las dudas generadas sobre su identidad…..

131. Respecto a la segunda cuestión, la Corte nota que la sentencia 
pronunciada el 5 de octubre de 2001 (supra párr. 90), el Tribunal Segundo de 
Sentencia de San Salvador se basó en las “declaraciones unánimes y contestes” 
de Jaime Ernesto Rodríguez Marroquín y de Francisco Javier Amaya Villalta para 
emitir la condena. No hizo alusión a otras pruebas de corroboración….



Presunción de inocencia
132. Sobre este extremo, la Corte advierte que, tal como lo determinó la Comisión, no existe una 
justificación en términos procesales penales dentro del expediente que indique las razones por las que la 
declaración de Amaya Villalta debía practicarse de manera anticipada. Durante dicha declaración se 
verificó la presencia de la defensa privada de sólo un imputado. Una vez que fueron individualizados por 
Amaya Villalta los otros presuntos partícipes en el delito, éstos no contaron con posibilidades de ejercer 
su derecho a la defensa, incluyendo uno de sus componentes fundamentales para asegurar el 
contradictorio que es la facultad de contrainterrogar. En definitiva, la referida declaración fue rendida sin 
que los otros coimputados, y entre ellos el señor Ruano Torres, pudieran ejercer su derecho a la defensa 
en ese momento o en un momento ulterior durante el transcurso del proceso penal, de modo tal que no 
contaron con oportunidades para contrainterrogarlo, lo que merma su confiabilidad y violenta las 
mínimas garantías de las que goza todo inculpado del delito.

133. Más allá de la compatibilidad de instituciones que buscan la colaboración de ciertos implicados con la 
parte acusadora a cambio de determinadas contraprestaciones -como la del colaborador eficaz, el 
arrepentido o en este caso de prescindir de la persecución penal de uno de los partícipes cuando haya 
contribuido decisivamente al esclarecimiento de la participación de otros imputados en el mismo hecho o 
en otro más grave- con la Convención Americana, lo que no fue planteado en el presente caso, lo cierto es 
que es posible afirmar la limitada eficacia probatoria que debe asignarse a la declaración de un 
coimputado, más allá de su contenido específico, cuando es la única prueba en la que se fundamenta una 
decisión de condena, pues objetivamente no sería suficiente por si sola para desvirtuar la presunción de 
inocencia. Por lo tanto, fundar una condena sobre la base de una declaración de un coimputado sin que 
existan otros elementos de corroboración vulneraría la presunción de inocencia.

134. En el presente caso, el otro elemento valorado por el tribunal fue la declaración realizada por el 
señor Rodríguez Marroquín, víctima del delito, respecto a los imputados y la identificación positiva de 
José Agapito Ruano Torres como uno de los partícipes en el hecho punible durante el reconocimiento en 
rueda de personas y en la vista pública. El Estado reconoció que la diligencia de reconocimiento habría sido 
realizada de forma irregular toda vez que el fiscal habría señalado a José Agapito Ruano Torres a fin de que 
la víctima del secuestro lo pudiera identificar y se habrían consignado nombres falsos en el acta. Aunado a 
lo anterior, el Estado reconoció que el señor Rodríguez Marroquín vio a las personas que fueron detenidas 
en el marco del “Operativo Guaza” y vinculadas al proceso penal en diversos medios de comunicación 
(supra párr. 113).



Comunicación previa y detallada al 
inculpado de la acusación formulada
Relación con el artículo 7 (derecho a la libertad personal) de la CADH

1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales.

2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones 
fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados Partes o por las leyes 
dictadas conforme a ellas.

3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios.

4. Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de su detención y 
notificada, sin demora, del cargo o cargos formulados contra ella. 

■ Razones de la detención 

Corte IDH. Caso Fernández Prieto y Tumbeiro Vs. Argentina. Fondo y Reparaciones. 
Sentencia de 1 de septiembre de 2020. Serie C No. 411.

78….Esta declaración, concatenada a la relación fáctica que figura en las sentencias del 
proceso penal, permite a la Corte advertir que el señor Tumbeiro fue detenido para que 
se identificara en virtud de tres hechos: a) se mostró nervioso ante la presencia de los 
policías; b) no estaba vestido conforme al modo de vestir percibido por los agentes como 
propio de la zona por la que transitaba, y c) contestó que se encontraba buscando un 
material “totalmente extraño a lo que podía obtenerse en los comercios aledaños”. 



Comunicación previa y detallada al inculpado 
de la acusación formulada

79. La Corte nota que, de conformidad con la Ley 23.950, la retención temporal con 
fines de identificación debe estar debidamente fundada en circunstancias que “hagan 
presumir que alguien hubiese cometido o pudiere cometer algún hecho delictivo o 
contravencional”. En ese sentido, en el caso concreto, el Tribunal considera que ninguna 
de las razones que dio la policía para retener al señor Tumbeiro y solicitarle su 
identificación constituían en sí mismas, o en conjunto, hechos o informaciones 
suficientes y concretas que permitan a un observador razonable inferir objetivamente 
que probablemente había cometido o estaba por cometer un hecho delictivo o 
contravencional. Por el contrario, las razones que motivaron la detención con fines de 
identificación del señor Tumbeiro parecieron responder a preconceptos sobre cómo 
debe verse una persona que transita en un determinado lugar, cómo debe comportarse 
ante la presencia policial, y qué actividades debe realizar en ese lugar. 

80. Este escenario  concuerda con lo señalado por la perita Sofia Tiscornia sobre la 
calificación no objetiva o  apariencia  de  una  persona  como  sospechosa  con 
fundamento en ideas preconcebidas por los agentes policiales sobre la presunta 
peligrosidad de ciertos grupos sociales y los elementos que determinan la pertenencia a 
estos. La Corte recuerda  que  los  estereotipos  consisten  en  preconcepciones  de  los  
atributos,  conductas, papeles o características poseídas por personas que pertenecen a 
un grupo identificado. El empleo  de  razonamientos  estereotipados  por  parte  de  las  
fuerzas  de  seguridad  puede  dar lugar a actuaciones discriminatorias y, por 
consiguiente, arbitrarias.



Comunicación previa y detallada al inculpado 
de la acusación formulada

81. Ante la  ausencia de  elementos objetivos, la  clasificación de determinada  conducta o 
apariencia como sospechosa, o de cierta reacción o expresión corporal como nerviosa, obedece a  
las  convicciones  personales  de  los  agentes  intervinientes  y a las  prácticas  de  los  propios 
cuerpos de seguridad, lo cual comporta un grado de arbitrariedad que es incompatible con el 
artículo  7.3  de  la  Convención  Americana.  Cuando  adicionalmente  estas  convicciones  o 
apreciaciones  personales  se  formulan  sobre  prejuicios  respecto  a  las  características  o 
conductas  supuestamente  propias  de  determinada  categoría  o  grupo  de  personas  o  a  su 
estatus  socio-económico,  pueden  derivar  en  una  violación  a  los  artículos  1.1  y  24  de  la 
Convención.

82. El uso de [perfiles discriminatorios] supone una presunción de culpabilidad contra toda 
persona que encaje en los mismos, y no la evaluación caso a caso sobre las razones objetivas que 
indiquen efectivamente que una persona está vinculada a la comisión de un delito. Por ello, la 
Corte ha señalado que las detenciones realizadas por razones discriminatorias son 
manifiestamente irrazonables y por tanto arbitrarias . En este caso, el contexto sobre detenciones 
arbitrarias en Argentina, el reconocimiento expreso de responsabilidad internacional por parte del 
Estado, y la falta de explicaciones sobre el carácter sospechoso atribuido al señor Tumbeiro más allá 
de su nerviosismo, su manera de vestir  y el señalamiento explícito de que esta no era propia de la 
zona “de gente humilde”  por la que caminaba, evidencian que no hubo indicios suficientes y 
razonables sobre su participación en un hecho delictivo, sino que la detención se efectuó prima 
facie debido a la sola circunstancia de no reaccionar del modo en que los agentes intervinientes  
percibían  como  correcto  y  utilizar  un  atuendo  juzgado  por  ellos  como inadecuado  con  base 
en una  preconcepción  subjetiva  sobre  la  apariencia  que  debían resguardar  los  habitantes  del  
área,  lo  que  comporta  un  trato  discriminatorio  que  torna  en arbitraria la detención.



Comunicación previa y detallada al inculpado 
de la acusación formulada
Caso    Tibi    Vs.    Ecuador.    Excepciones    Preliminares,    Fondo,    Reparaciones    y    
Costas.    Sentencia    de    7    de    septiembre    de    2004.    Serie    C    No.    114

187. El     artículo     8.2.b     de     la     Convención     Americana     ordena     a     las     
autoridades     judiciales    competentes    notificar    al    inculpado    la    acusación    
formulada    en    su    contra,    sus    razones    y    los    delitos    o    faltas    por    los    
cuales    se    le    pretende    atribuir    responsabilidad,    en    forma    previa    a    la    
realización    del    proceso.    Para    que    este    derecho    opere    en    plenitud    y    
satisfaga    los    fines    que    le    son    inherentes,    es    necesario    que    esa    
notificación    ocurra    antes    de    que    el    inculpado    rinda    su    primera    
declaración.   Sin    esta    garantía,    se    vería    conculcado    el    derecho    de    aquél    
a    preparar    debidamente    su    defensa.    En    el    mismo    sentido:Caso Acosta    
Calderón    Vs.    Ecuador.    Fondo,    Reparaciones    y    Costas.    Sentencia    de24    de    
junio    de    2005.    Serie    C    No.    129,    párr.    118;Caso    López    Álvarez    Vs.    
Honduras.    Fondo,    Reparaciones    y    Costas.    Sentencia    de    1    de    febrero    de    
2006.    Serie    C    No.    141,    párr.    149.

188. En    el    caso    sub    judice quedó    demostrado    que    no    se    notificó    a    la    
presunta    víctima    del    auto    cabeza    del    proceso    ni    los    cargos    que    había    
en    su    contra. 



Comunicación previa y detallada al inculpado 
de la acusación formulada

Corte    IDH.    Caso    Barreto    Leiva    Vs.    Venezuela.    Fondo,    Reparaciones    y    
Costas.    Sentencia    de    17    de    noviembre    de    2009.    Serie    C    No.    206

28. Para    satisfacer    el    artículo    8.2.b    convencional    el    Estado    debe    informar    al    
interesado    no    solamente    de    la    causa    de    la    acusación,    esto    es,    las    acciones    u    
omisiones    que    se    le    imputan,    sino    también    las    razones    que    llevan    al    Estado    
a    formular    la    imputación,    los    fundamentos    probatorios    de    ésta    y    la    
caracterización    legal    que    se    da    a    esos    hechos.    Toda    esta    información    debe    
ser    expresa,    clara,    integral    y    suficientemente    detallada    para    permitir    al    
acusado    que    ejerza    plenamente    su    derecho    a    la    defensa    y    muestre    al    juez    
su    versión    de    los    hechos.    La    Corte    ha    considerado    que    la    puntual    
observancia    del    artículo    8.2.b    es    esencial    para    el    ejercicio    efectivo    del    
derecho    a    la    defensa.

31.     Evidentemente,    el     contenido     de     la notificación     variará     de     acuerdo     al     
avance     de     las    investigaciones,    llegando    a    su    punto    máximo,    expuesto    en    el    
párrafo    28    supra,    cuando    se    produce    la    presentación     formal     y     definitiva     de     
cargos.     Antes     de     ello     y     como     mínimo     el     investigado     deberá    conocer    con    
el    mayor    detalle    posible    los    hechos    que    se    le    atribuyen.   En    el    mismo    
sentido:    Caso    J.    Vs.    Perú.    Excepción    Preliminar,    Fondo,    Reparaciones    y    Costas.    
Sentencia    de    27    de    noviembre    de    2013.    Serie    C    No.    275,    párr.199. 



Comunicación previa y detallada al inculpado 
de la acusación formulada
44.    Cabe    advertir,    en    consecuencia,    que    el    Estado    acepta    que    no    
informó    al    señor    Barreto    Leiva    de    los    hechos    que    se    le    imputaban    
antes    de    declarar    ante    autoridades    judiciales.    Por    ello,    corresponde    
analizar    si    las    razones    que    brinda    son    suficientes    para    justificar    tal    
omisión.    

45.     Es     admisible     que    en     ciertos     casos     exista    reserva de     las     
diligencias     adelantadas     durante     la    investigación     preliminar     en     el     
proceso     penal,     para     garantizar     la     eficacia     de     la     administración     de    
justicia.    Asiste    al    Estado    la    potestad    de    construir    un    expediente    en    
búsqueda    de    la    verdad    de    los    hechos,     adoptando     las     medidas     
necesarias     para     impedir     que     dicha     labor     se     vea     afectada     por     la    
destrucción    u    ocultamiento    de    pruebas.    Sin    embargo,    esta    potestad    
debe    armonizarse    con    el    derecho    de    defensa    del    investigado,    que    
supone,    inter    alia, la    posibilidad    de    conocer    los    hechos    que    se    le    
imputan. 



Comunicación previa y detallada al 
inculpado de la acusación formulada

Corte     IDH.     Caso     Maldonado     Ordoñez     Vs.     Guatemala.     Excepción     
Preliminar,     Fondo,    Reparaciones    y    Costas.    Sentencia    de    3    de    mayo    de    
2016.    Serie    C    No.    311.

80. El    derecho    a    contar    con    comunicación    previa    y    detallada    de    la    
acusación    en    materia    penal    contempla    que    debe    realizarse    una    
descripción    material    de    la    conducta    imputada    que    contenga    los    datos    
fácticos    recogidos    en    la    acusación,    que    constituyen    la    referencia    
indispensable    para    el    ejercicio    de    la    defensa    del    imputado    y    la    
consecuente    consideración    del    juzgador    en    la    sentencia.    De    ahí    que    el    
imputado    tenga    derecho    a    conocer,    a    través    de    una    descripción    clara,    
detallada    y    precisa,    los    hechos    que     se     le     imputan.     Como     parte     de     
las     garantías     mínimas     establecidas     en     el     artículo     8.2     de    la    
Convención,    el    derecho    a    contar    con    comunicación    previa    y    detallada    
de    la    acusación    se    aplica    tanto    en    materia    penal    como    en    los    otros    
órdenes    señalados    en    el    artículo    8.1    de    la    Convención,    a    pesar    de    
que    la    exigencia    en    los    otros    órdenes    puede    ser    de    otra    intensidad    
o    naturaleza.    



Comunicación previa y detallada al 
inculpado de la acusación formulada

Ahora    bien,    cuando    se    trata    de    un    proceso    disciplinario    
sancionatorio    el    alcance    de    esta    garantía    puede    ser    entendido    
de    manera    diversa,    pero    en    todo    caso    implica    que    se    ponga    
en    conocimiento    del    sujeto    disciplinable    cuales    son las    conductas    
infractoras    del    régimen    disciplinario    que    se    le    imputan.

82. La    Corte    considera    que    era    necesario    que,    por    lo    menos,    se    
suministrara    información    que    fuera    clara    respecto    de    la    
motivación    del    proceso    de    destitución,    así    como    una    mínima    
referencia    a    la    relación    existente    entre    los    hechos    respecto    de    
los    cuales    se    aplicaría    la    sanción    disciplinaria    y    la    norma    
supuestamente    infringida.



Derecho de contar con un defensor y defensa pública (arts. 8.2.d y 
e de la CADH)

Artículo 8

2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se 
presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su 
culpabilidad.  Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en 
plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas:

d) derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser 
asistido por un defensor de su elección y de comunicarse libre y 
privadamente con su defensor;

e) derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor 
proporcionado por el Estado, remunerado o no según la legislación 
interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare 
defensor dentro del plazo establecido por la ley.



Corte IDH. Excepciones al agotamiento de los recursos internos (Arts. 
46.1, 46.2.a y 46.2.b, Convención Americana sobre Derechos Humanos). 
Opinión Consultiva OC-11/90 de 10 de agosto de 1990. Serie A No. 11

25. Los literales d) y e) del artículo 8.2 expresan que el inculpado tiene derecho de 
defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección y que si no lo 
hiciere tiene el derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el 
Estado, remunerado o no según la legislación interna. En estos términos, un inculpado 
puede defenderse personalmente, aunque es necesario entender que ésto es válido 
solamente si la legislación interna se lo permite. Cuando no quiere o no puede hacer su 
defensa personalmente, tiene derecho de ser asistido por un defensor de su elección. 
Pero en los casos en los cuales no se defiende a sí mismo o no nombra defensor dentro 
del plazo establecido por la ley, tiene el derecho de que el Estado le proporcione uno, 
que será remunerado o no según lo establezca la legislación interna. Es así como la 
Convención garantiza el derecho de asistencia legal en procedimientos penales. Pero 
como no ordena que la asistencia legal, cuando se requiera, sea gratuita, un indigente se 
vería discriminado por razón de su situación económica si, requiriendo asistencia legal, el 
Estado no se la provee gratuitamente. 

26. Hay que entender, por consiguiente, que el artículo 8 exige asistencia legal solamente 
cuando ésta es necesaria para que se pueda hablar de debidas garantías y que el Estado 
que no la provea gratuitamente cuando se trata de un indigente, no podrá argüir luego 
que dicho proceso existe pero no fue agotado. 

27. Aun en aquellos casos en los cuales un acusado se ve obligado a defenderse a sí mismo 
porque no puede pagar asistencia legal, podría presentarse una violación del artículo 8 de 
la Convención si se puede probar que esa circunstancia afectó el debido proceso a que 
tiene derecho bajo dicho artículo.



Corte IDH. Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 17 de noviembre de 2009. Serie C No. 206

61. La acusación puede ser enfrentada y refutada por el inculpado a través de sus 
propios actos, entre ellos la declaración que rinda sobre los hechos que se le 
atribuyen, y por medio de la defensa técnica, ejercida por un profesional del 
Derecho, quien asesora al investigado sobre sus deberes y derechos y ejecuta, inter 
alia, un control crítico y de legalidad en la producción de pruebas. En el mismo 
sentido: Caso Argüelles y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2014. Serie C No. 288, 
párr.176 y 177.

62. Si el derecho a la defensa surge desde el momento en que se ordena investigar 
a una persona (supra párr. 29), el investigado debe tener acceso a la defensa 
técnica desde ese mismo momento, sobre todo en la diligencia en la que se recibe 
su declaración. Impedir a éste contar con la asistencia de su abogado defensor es 
limitar severamente el derecho a la defensa, lo que ocasiona desequilibrio procesal 
y deja al individuo sin tutela frente al ejercicio del poder punitivo. 

63. El derecho a la defensa técnica no puede ser satisfecho por quien a la postre 
realizará la acusación, esto es, el Ministerio Público. La acusación afirma la 
pretensión penal; la defensa la responde y rechaza. No es razonable depositar 
funciones naturalmente antagónicas en una sola persona. En el mismo sentido: Caso 
Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 220, 
párr.155.



Corte IDH. Caso Ruano Torres y otros Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 5 de octubre de 2015. Serie C No. 303

154. Dentro de este último ámbito, que es el que interesa en el presente 
caso, los literales d) y e) del artículo 8.2 expresan, dentro del catálogo de 
garantías mínimas en materia penal, que el inculpado tiene derecho de 
“defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su 
elección” y que si no lo hiciere tiene el “derecho irrenunciable de ser 
asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no 
según la legislación interna”.

155. Si bien la norma contempla diferentes alternativas para el diseño de 
los mecanismos que garanticen el derecho, cuando la persona que 
requiera asistencia jurídica no tenga recursos ésta deberá necesariamente 
ser provista por el Estado en forma gratuita. Pero en casos como el 
presente que se refieren a la materia penal en la cual se consagra que la 
defensa técnica es irrenunciable, debido a la entidad de los derechos 
involucrados y a la pretensión de asegurar tanto la igualdad de armas 
como el respeto irrestricto a la presunción de inocencia, la exigencia de 
contar con un abogado que ejerza la defensa técnica para afrontar 
adecuadamente el proceso implica que la defensa que proporcione el 
Estado no se limite únicamente a aquellos casos de falta de recursos.



Defensa pública
Corte IDH. Caso Ruano Torres y otros Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 5 de octubre de 2015. Serie C No. 303

156. En esta línea, la Corte reconoce que un rasgo distintivo de la mayoría de los Estados parte 
de la Convención es el desarrollo de una política pública e institucionalidad que garantiza a las 
personas que así lo requieran y en todas las etapas del proceso el derecho intangible a la 
defensa técnica en materia penal a través de las defensorías públicas, promoviendo de este 
modo la garantía de acceso a la justicia para las personas más desaventajadas sobre las que 
generalmente actúa la selectividad del proceso penal. Así, la Asamblea General de la OEA ha 
afirmado “la importancia fundamental que tiene el servicio de asistencia letrada gratuita para la 
promoción y protección del derecho de acceso a la justicia de todas las personas, en particular 
de aquellas que se encuentran en una situación especial de vulnerabilidad”. La institución de la 
defensa pública, a través de la provisión de servicios públicos y gratuitos de asistencia jurídica 
permite, sin duda, compensar adecuadamente la desigualdad procesal en la que se encuentran 
las personas que se enfrentan al poder punitivo del Estado, así como la situación de 
vulnerabilidad de las personas privadas de libertad, y garantizarles un acceso efectivo a la 
justicia en términos igualitarios. 

157. Sin embargo, la Corte ha considerado que nombrar a un defensor de oficio con el sólo 
objeto de cumplir con una formalidad procesal equivaldría a no contar con defensa técnica, por 
lo que es imperante que dicho defensor actúe de manera diligente con el fin de proteger las 
garantías procesales del acusado y evite así que sus derechos se vean lesionados y se 
quebrante la relación de confianza. A tal fin, es necesario que la institución de la defensa 
pública, como medio a través del cual el Estado garantiza el derecho irrenunciable de todo 
inculpado de delito de ser asistido por un defensor, sea dotada de garantías suficientes para su 
actuación eficiente y en igualdad de armas con el poder persecutorio. La Corte ha reconocido 
que para cumplir con este cometido el Estado debe adoptar todas las medidas adecuadas. 
Entre ellas, contar con defensores idóneos y capacitados que puedan actuar con autonomía 
funcional. 



159. En esta línea y más allá del diseño institucional y orgánico propio de cada país, la Asamblea 
General de la OEA ha instado a los Estados a que “adopten acciones tendientes a que los 
defensores públicos oficiales cuenten con presupuesto adecuado y gocen de independencia, 
autonomía funcional, financiera y/o presupuestaria y técnica”. A criterio de la Asamblea 
General tales medidas son apropiadas para garantizar “un servicio público eficiente, libre de 
injerencias y controles indebidos por parte de otros poderes del Estado que afecten su 
autonomía funcional y cuyo mandato sea el interés de su defendido o defendida”



Corte IDH. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 
2007. Serie C No. 170

156. En la audiencia pública ante la Corte, el señor Chaparro manifestó que el 18 de 
noviembre de 1997 fue “interrogado sin presencia del abogado”. Este interrogatorio 
habría ocurrido un día antes de la declaración preprocesal efectuada ante el Fiscal. 
De otra parte, el señor Chaparro indicó que al presentar su recurso de amparo de 
libertad ante la Corte Superior de Guayaquil (supra párr. 132) el Presidente de dicha 
Corte prohibió a su abogado ejercer su defensa, indicándole que él mismo tenía que 
fundamentar su recurso. Asimismo, el señor Lapo manifestó que al rendir su 
declaración preprocesal, la defensora pública que le había sido adscrita no estuvo 
durante el interrogatorio y sólo se hizo presente para que pudiera iniciar la 
declaración y al final de la misma, para firmarla. El Estado presentó su allanamiento 
respecto del artículo 8 de la Convención en la misma audiencia pública, luego de 
haber escuchado a las víctimas y haber tenido la posibilidad de contrainterrogarlas, 
por lo que la Corte tiene estos hechos como establecidos. 

158. Pese a la normativa constitucional citada, el señor Chaparro no contó con la 
presencia de un abogado defensor al momento de ser interrogado por parte de la 
Policía el 18 de noviembre de 1997. Además, la Corte encuentra que al impedirse al 
abogado del señor Chaparro intervenir en su declaración preprocesal y al exigirse 
que sea el propio señor Chaparro quien fundamente su recurso de amparo de 
libertad, cuando su deseo era que su abogado lo hiciera, la presencia de los 
defensores fue tan solo formal. Por ello, el Estado violó el derecho consagrado en el 
artículo 8.2.d) de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en 
perjuicio del señor Chaparro. 



159. De otra parte, la Corte considera que la actitud de la defensora pública asignada al señor 
Lapo es claramente incompatible con la obligación estatal de proporcionar una defensa 
adecuada a quien no pudiera defenderse por sí mismo ni nombrar defensor particular. En 
especial, la Corte resalta que la asistencia letrada suministrada por el Estado debe ser efectiva, 
para lo cual el Estado debe adoptar todas las medidas adecuadas. Por consiguiente, la Corte 
considera que el Ecuador violó en perjuicio del señor Lapo el derecho de contar con un defensor 
proporcionado por el Estado consagrado en el artículo 8.2.e) de la Convención, en conexión con el 
artículo 1.1 de la misma.

Corte IDH. Caso Dacosta Cadogan Vs. Barbados. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 24 de septiembre de 2009. Serie C No. 204 93. 

La Corte considera que hubo una variedad de defensas disponibles que el abogado defensor 
nombrado por el Estado pudo haber presentado en el juicio. Sin embargo, su decisión de no 
presentar una defensa de atenuante de responsabilidad y de elegir, en cambio, otras defensas 
disponibles, ciertamente no califica como grave incompetencia. Consecuentemente, la Corte 
considera que la decisión del abogado nombrado por el Estado de no solicitar una evaluación 
psiquiátrica o psicológica independiente en este caso, no constituye una violación al derecho del 
señor DaCosta Cadogan a las garantías judiciales. Por lo tanto, el Estado no es responsable por la 
violación del artículo 8.2.e de la Convención con respecto al tema de la incompetencia del 
abogado.



Corte IDH. Caso Ruano Torres y otros Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 5 de octubre de 2015. Serie C No. 303

162. Por lo tanto, el presente caso plantea a la Corte la situación de tener que 
determinar los alcances de la responsabilidad internacional del Estado por la 
actuación de la defensa pública en materia penal. Ahora bien, la Comisión citó 
aparte de sus propios criterios, lo sostenido por el Comité de Derechos Humanos y el 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos para definir el criterio aplicable para 
determinar el alcance de la responsabilidad en estos casos, en el sentido que “el 
Estado no puede ser considerado responsable por todas las fallas de desempeño 
del abogado o defensor público[, e]s así como el Estado es responsable si la 
defensa pública incurre en omisiones o fallas que de manera evidente permitan 
concluir que no brindó un patrocinio efectivo”. 

163. Toda vez que la defensa pública corresponde a una función estatal o servicio 
público, pero aún así se considera una función que debe gozar de la autonomía 
necesaria para ejercer adecuadamente sus funciones de asesorar según su mejor 
juicio profesional y en atención a los intereses del imputado, la Corte estima que el 
Estado no puede ser considerado responsable de todas las fallas de la defensa 
pública, dado la independencia de la profesión y el juicio profesional del abogado 
defensor. En este sentido, la Corte considera que, como parte del deber estatal de 
garantizar una adecuada defensa pública, es necesario implementar adecuados 
procesos de selección de los defensores públicos, desarrollar controles sobre su 
labor y brindarles capacitaciones periódicas.



164. En atención a lo anterior, la Corte considera que, para analizar si ha ocurrido 

una posible vulneración del derecho a la defensa por parte del Estado, tendrá que 

evaluar si la acción u omisión del defensor público constituyó una negligencia 

inexcusable o una falla manifiesta en el ejercicio de la defensa que tuvo o puede 

tener un efecto decisivo en contra de los intereses del imputado. En esta línea, la 

Corte procederá a realizar un análisis de la integralidad de los procedimientos, a 

menos que determinada acción u omisión sea de tal gravedad como para configurar 

por sí sola una violación a la garantía. 

166. Además, es pertinente precisar que una discrepancia no sustancial con la 

estrategia de defensa o con el resultado de un proceso no será suficiente para 

generar implicaciones en cuanto al derecho a la defensa, sino que deberá 

comprobarse, como se mencionó, una negligencia inexcusable o una falla 

manifiesta. En casos resueltos en distintos países, los tribunales nacionales han 

identificado una serie de supuestos no exhaustivos que son indicativos de una 

vulneración del derecho a la defensa y, en razón de su entidad, han dado lugar como 

consecuencia la anulación de los respectivos procesos o la revocación de sentencias 

proferidas: a) No desplegar una mínima actividad probatoria . b) Inactividad 

argumentativa a favor de los intereses del imputado . c) Carencia de conocimiento 

técnico jurídico del proceso penal . d) Falta de interposición de recursos en 

detrimento de los derechos del imputado . e) Indebida fundamentación de los 

recursos interpuestos . f) Abandono de la defensa .



167. En el presente caso, al evaluar de manera integral las actuaciones de la defensa pública, la 
Corte verifica que los defensores que representaban al señor Ruano Torres no solicitaron la 
nulidad de la diligencia de reconocimiento en rueda de personas con base en las irregularidades 
que habrían sucedido según lo indicado por el propio imputado y otras personas , así como sobre 
la base de que la víctima del delito había visto a los detenidos en los medios de comunicación 
(supra párr. 113). De este modo, la identificación positiva de José Agapito Ruano Torres como uno 
de los partícipes en el hecho punible durante el reconocimiento en rueda de personas y en la vista 
pública se convirtió en uno de los fundamentos de la condena. Además, la defensa pública no 
presentó recurso contra la condena (supra párr. 93), que permitiera obtener el doble conforme 
por parte de un juez o tribunal distinto y de superior jerarquía orgánica al que emitió la 
sentencia condenatoria…

168. La Corte estima que la responsabilidad internacional del Estado puede verse comprometida, 
además, por la respuesta brindada a través de los órganos judiciales respecto a las actuaciones u 
omisiones imputables a la defensa pública. Si es evidente que la defensa pública actuó sin la 
diligencia debida, recae sobre las autoridades judiciales un deber de tutela o control. 
Ciertamente, la función judicial debe vigilar que el derecho a la defensa no se torne ilusorio a 
través de una asistencia jurídica ineficaz. En esta línea, resulta esencial la función de resguardo 
del debido proceso que deben ejercer las autoridades judiciales. Tal deber de tutela o de control 
ha sido reconocido por tribunales de nuestro continente que han invalidado procesos cuando 
resulta patente una falla en la actuación de la defensa técnica. 

172. En suma, la responsabilidad internacional del Estado será, pues, también establecida si la 
negligencia inexcusable o falla manifiesta de la defensa debió haber sido evidente para las 
autoridades judiciales o bien fueron puestas en conocimiento de las mismas y no se adoptaron las 
acciones necesarias y suficientes para prevenir y/o remediar la violación al derecho a la defensa, de 
modo tal que la situación condujo a la violación del debido proceso, atribuible al Estado.



No    declarar    contra    sí    mismo    y    
prohibición    de    coacción    en    la    
confesión    (arts.    8.2.g)    y    8.3)

Artículo 15 Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes [ratificada por El Salvador 1996]

Todo Estado Parte se asegurará de que ninguna declaración que se demuestre que ha sido 
hecha como resultado de tortura pueda ser invocada como prueba en ningún 
procedimiento, salvo en contra de una persona acusada de tortura como prueba de que 
se ha formulado la declaración.

Artículo 10 Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura [ratificada 
por El Salvador en 1994]

Ninguna declaración que se compruebe haber sido obtenida mediante tortura podrá ser 
admitida como medio de prueba en un proceso, salvo en el que se siga contra la persona 
o personas acusadas de haberla obtenido mediante actos de tortura y únicamente como 
prueba de que por ese medio el acusado obtuvo tal declaración. 



No    declarar    contra    sí    mismo    y    
prohibición    de    coacción    en    la    
confesión    (arts.    8.2.g)    y    8.3)
Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 220.

165. Al respecto, la Corte observa que la regla de exclusión de pruebas obtenidas mediante la 
tortura o tratos crueles e inhumanos (en adelante “regla de exclusión”) ha sido reconocida por 
diversos tratados y órganos internacionales de protección de derechos humanos que han 
establecido que dicha regla es intrínseca a la prohibición de tales actos. Al respecto, la Corte 
considera que esta regla ostenta un carácter absoluto e inderogable.

166. En este sentido, la Corte ha sostenido que la anulación de los actos procesales derivados de la 
tortura o tratos crueles constituye una medida efectiva para hacer cesar las consecuencias de una 
violación a las garantías judiciales. Además, el Tribunal considera necesario recalcar que la regla de 
exclusión no se aplica sólo a casos en los cuales se haya cometido tortura o tratos crueles. Al 
respecto, el artículo 8.3 de la Convención es claro al señalar que “[l]a confesión del inculpado 
solamente es válida si es hecha sin coacción de ninguna naturaleza”, es decir que no se limita el 
supuesto de hecho a que se haya perpetrado un acto de tortura o trato cruel, sino que se extiende 
a cualquier tipo de coacción. En efecto, al comprobarse cualquier tipo de coacción capaz de 
quebrantar la expresión espontánea de la voluntad de la persona, ello implica necesariamente la 
obligación de excluir la evidencia respectiva del proceso judicial. Esta anulación es un medio 
necesario para desincentivar el uso de cualquier modalidad de coacción. 



No declarar contra sí mismo y  
prohibición    de    coacción    en    la    
confesión    (arts.    8.2.g)    y    8.3)

67.    Por    otra    parte,    este    Tribunal    considera    que    las    declaraciones    
obtenidas    mediante    coacción    no    suelen    ser    veraces,    ya    que    la    
persona    intenta    aseverar    lo    necesario    para    lograr    que    los    tratos    
crueles    o    la    tortura    cesen.    Por    lo    anterior,    para    el    Tribunal,    
aceptar    o    dar    valor    probatorio    a    declaraciones    o    confesiones    
obtenidas    mediante    coacción,    que    afecten    a    la    persona    o    a    un    
tercero,    constituye    a    su    vez    una    infracción    a    un    juicio    justo.    
Asimismo,    el    carácter    absoluto    de    la    regla    de    exclusión    se    ve    
reflejado en    la    prohibición    de    otorgarle    valor    probatorio    no    sólo    
a    la    prueba    obtenida    directamente    mediante    coacción,    sino    
también    a    la    evidencia    que    se    desprende    de    dicha    acción. En    
consecuencia,    la    Corte    considera    que    excluir    la    prueba    que    haya    
sido    encontrada    o derivada    de    la    información    obtenida    mediante    
coacción,    garantiza    de    manera    adecuada    la    regla    de    exclusión. 



Ne    bis    in    ídem
Corte    IDH.    Caso    Loayza    Tamayo    Vs.    Perú.    Fondo.    Sentencia    de    
17    de    septiembre    de    1997.    Serie    C    No.    33

66. En    cuanto    a    la    denuncia    de    la    Comisión    sobre    violación    en    perjuicio    de    la    
señora    María    Elena    Loayza    Tamayo    de    la    garantía    judicial    que    prohíbe    el    doble    
enjuiciamiento,    la    Corte    observa    que    el    principio    de    non    bis    in    idem está    
contemplado    en    el    artículo    8.4    de    la    Convención    en    los    siguientes    términos:

4. El     inculpado     absuelto     por     una     sentencia     firme     no     podrá     ser     sometido     
a    nuevo    juicio    por    los    mismos    hechos. Este    principio     busca     proteger     los     
derechos     de     los     individuos     que     han     sido     procesados     por    determinados    
hechos    para    que    no    vuelvan    a    ser    enjuiciados    por    los    mismos    hechos.    A    
diferencia    de    la    fórmula    utilizada    por    otros    instrumentos    internacionales    de    
protección    de    derechos    humanos    (por    ejemplo,    el    Pacto    Internacional    de    
Derechos    Civiles    y    Políticos    de    las    Naciones    Unidas,    artículo    14.7,    que    se    
refiere    al    mismo “delito”),    la    Convención    Americana    utiliza    la    expresión    “los    
mismos    hechos”,    que    es    un    término    más    amplio en    beneficio    de    la    víctima. 

67. En     el     caso     presente,     la     Corte     observa     que    la     señora     María     Elena     
Loayza     Tamayo     fue    procesada    en    el    fuero    privativo    militar    por    el    delito    de    
traición    a    la    patria    que    está    estrechamente    vinculado    al    delito    de    terrorismo,    
como    se    deduce    de    una    lectura    comparativa    del    artículo    2,    incisos    a,    b    y    c    
del    Decreto-‐-Ley    Nº 25.659    (delito    de    traición    a    la    patria)    y    de    los    artículos    
2    y    4    del    Decreto-‐-Ley    Nº 25.475    (delito    de    terrorismo).

68. Ambos     decretos-‐-leyes     se     refieren     a     conductas     no     estrictamente     delimitadas     
por     lo     que    podrían    ser    comprendidas    indistintamente    dentro    de    un    delito    como    
en    otro,    según    los    criterios    del    Ministerio    Público    y    de    los    jueces    respectivos    
y,    como    en    el    caso    examinado,    de    la    “propia    Policía    (DINCOTE)”.    Por    lo    tanto,    
los    citados    decretos-‐-leyes    en    este    aspecto    son    incompatibles    con    el    artículo    
8.4    de    la    Convención    Americana.



Ne    bis    in    ídem: excepciones

Corte     IDH.     Caso     Almonacid     Arellano     y     otros     Vs.     Chile.     
Excepciones     Preliminares,     Fondo,    Reparaciones    y    Costas.    Sentencia    
de    26    de    septiembre    de    2006.    Serie    C    No.    154

154.    En    lo    que    toca    al    principio    ne bis    in    idem,    aún    cuando    es    un    
derecho    humano    reconocido    en    el    artículo    8.4    de    la    Convención    
Americana,    no    es    un    derecho    absoluto    y,    por    tanto,    no    resulta    aplicable    
cuando:    i)    la    actuación    del    tribunal    que    conoció    el    caso    y    decidió    
sobreseer    o    absolver    al    responsable    de    una    violación    a    los    derechos    
humanos    o    al    derecho    internacional    obedeció    al    propósito    de    sustraer    al     
acusado     de     su     responsabilidad     penal;     ii)     el     procedimiento     no     fue     
instruido     independiente     o    imparcialmente    de    conformidad    con    las    debidas    
garantías    procesales,    o    iii)    no    hubo    la    intención    real    de    someter    al    
responsable    a    la    acción    de    la    justicia.    Una    sentencia    pronunciada    en    las    
circunstancias    indicadas    produce    una    cosa    juzgada    “aparente”    o    
“fraudulenta”.  Por    otro    lado,    esta    Corte    considera    que    si    aparecen    nuevos    
hechos    o    pruebas    que    puedan    permitir    la    determinación    de    los    
responsables    de     violaciones     a     los     derechos     humanos,     y     más     aún,     de     
los     responsables     de     crímenes     de     lesa    humanidad, pueden    ser    reabiertas    
las    investigaciones,    incluso    si    existe    un    sentencia    absolutoria    en    calidad    de    
cosa    juzgada,    puesto    que    las    exigencias    de    la    justicia,    los    derechos    de    
las    víctimas    y    la    letra    y     espíritu     de     la     Convención     Americana     desplaza     
la     protección     del    ne bis     in     idem. 



Relación con el principio de legalidad

Artículo 9 de la CADH - Principio de Legalidad y de Retroactividad

Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de 
cometerse no fueran delictivos según el derecho aplicable. Tampoco se puede 
imponer pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito. Si 
con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone la imposición de una pena 
más leve, el delincuente se beneficiará de ello.

Corte IDH. Caso Moya Solís Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de junio de 2021. Serie C No. 425.

88. Sobre este asunto, es preciso tener en cuenta que esta Corte ya determinó que 
cuando un proceso de evaluación de funcionarios públicos establece la no 
ratificación en el cargo de una persona, el proceso es materialmente sancionatorio 
(supra párr. 69). Ahora bien, las sanciones administrativas son, como las penales, 
una expresión del poder punitivo del Estado y pueden tener naturaleza similar a la 
de estas, pues pueden implicar el menoscabo, privación o alteración de los derechos 
de las personas. Por lo tanto, en un sistema democrático es necesario extremar las 
precauciones para que la interposición de ese tipo de sanciones se haga con 
estricto respeto a los derechos de las personas y luego de una cuidadosa 
verificación de la existencia de una conducta contraria a derecho. En ese sentido, 
es indispensable que la norma sancionatoria exista y resulte conocida o pueda 
serlo, antes de que ocurra la acción o la omisión que la contraviene y que se 
pretende sancionar. 



89. En este caso, el Estado argumentó que la Ley Orgánica del Poder Judicial establecía cuáles eran 
los deberes y obligaciones de los secretarios de juzgados. En efecto, dicha norma contiene un 
catálogo de 35 obligaciones de esta categoría de funcionarios. Sin embargo, no había una norma 
que indicara qué tipo de incumplimiento de esos deberes podía dar lugar a la no ratificación, así 
como el valor del informe del juez a cargo del juzgado, de la entrevista a la evaluada o de cualquier 
otro elemento que hiciera parte del proceso de ratificación. Esto significa que las acciones y 
omisiones que podían dar lugar a una decisión de no ratificación no estaban definidas en la ley ni 
en ninguna otra norma. Lo anterior tiene, además, un impacto en el derecho a conocer previa y 
detalladamente la acusación formulada, en la medida en que en el marco de procesos de evaluación 
de funcionarios públicos el alcance de este derecho exige que la persona evaluada esté en capacidad 
de establecer si un incumplimiento es de tal magnitud que puede dar lugar a su no ratificación en el 
cargo (supra párr. 71), e implica una violación del principio de legalidad en relación con el deber de 
adoptar disposiciones de derecho interno. 

90. Complementariamente a lo expuesto, la Corte constata que, de lo dispuesto en el citado artículo 
233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se colige que el Secretario de Juzgado es directo 
colaborador del Juez, ejerce funciones propias de un ministro de fe y que, en consecuencia, hace 
posible que aquél pueda disponer oportunamente de todos los antecedentes necesarios para 
adoptar resoluciones, para decretarlas y para que sean conocidas por las partes en la pertinente 
causa. Se trata de un relevante auxiliar de justicia, sin cuya colaboración, el ejercicio de judicatura 
se tornaría imposible o, al menos, muy dificultosa, lo cual justifica la aplicación a su respecto de lo 
previsto en los artículos 8.1 y 8.2. de la Convención. 



Corte IDH. Caso Cordero Bernal Vs. Perú. Excepción Preliminar y Fondo. Sentencia de 16 de febrero 
de 2021. Serie C No. 421.

77. En este caso la Corte encuentra que se siguió un proceso disciplinario en contra del señor Cordero 
Bernal que fue sustanciado conforme al procedimiento previsto en la Constitución y la ley y con 
fundamento en una causal legalmente establecida. Esa causal era de carácter abierto, y estaba referida a 
un hecho grave que comprometiera la dignidad del cargo. La Corte reitera que la precisión de una norma 
sancionatoria de naturaleza disciplinaria puede ser diferente a la requerida por el principio de legalidad 
en materia penal, por la naturaleza de los conflictos que cada una está llamada a resolver. De modo que, 
los problemas de indeterminación de un tipo disciplinario no pueden ser examinados en abstracto, sino a 
la luz de la motivación del juzgador al momento de su aplicación. A juicio de la Corte, la aplicación de un 
tipo disciplinario abierto no constituye, en principio, una violación al derecho al debido proceso, siempre 
que se respeten los parámetros jurisprudenciales que se han definido para tal efecto. 

78. Así, este Tribunal ha establecido que la normatividad orientada a juzgar disciplinariamente a jueces y 
juezas debe buscar la protección de la función judicial al evaluar el desempeño de los jueces en el ejercicio 
de sus funciones. De modo que, “al aplicar normas disciplinarias abiertas o indeterminadas, que exijan la 
consideración de conceptos tales como el decoro y la dignidad de la administración de justicia, es 
indispensable tener en cuenta la afectación que la conducta examinada podría tener en el ejercicio de la 
función judicial, ya sea positivamente a través del establecimiento de criterios normativos para su 
aplicación o por medio de un adecuado razonamiento e interpretación del juzgador al momento de su 
aplicación. De lo contrario, se expondría el alcance de estos tipos disciplinarios a las creencias morales o 
privadas del juzgador”. En esa medida, ante la falta de criterios normativos que orienten la conducta del 
juzgador, la motivación del fallo sancionatorio permite dar claridad a los tipos disciplinarios abiertos o 
indeterminados. Por lo tanto, para determinar si se vulnera en un caso concreto la independencia judicial 
por la destitución de un juez con fundamento en la aplicación de una causal disciplinaria de carácter 
abierto, la Corte estima necesario examinar la motivación de la decisión mediante la cual se impone una 
sanción disciplinaria a un juez o jueza.


